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ILUST E CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO 

BRANISLAV RELIC ROKOV, abogado, cédula nacional de identidad N° 

16.092.326-1, Dire tor del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), 

domiciliado para'stas efectos en calle Eliodoro Y áñcz N° 832, comuna de 

Providencia, San tia ro, a S.S. Ilustrísima con respeto digo: 

Que en conformid dala dispuesto en el artículo primero y siguientes de la Le)' N° 

20.405, que crea e Instituto Nacional de Derechos Humanos y, en particular lo 

señalado en el artíc lo 2° inciso primero y artículo 3° número 5 de la refcrida ley, en 

mi calidad de Dir'cror del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), 

vengo en interpon '[ Acción de Amparo Constitucional en contra del Intendente 

de la Región Me ropolitana, Sr. Claudio Orrego Larraín, cédula nacional de 

identidad N° 9.404352-2, domiciliado en calle Morandé 93, Santiago)' del Director 

General de Poli ía de Investigaciones de Chile, Sr. Héctor Valenzuela 

Espinoza, cédula nacional de identidad N° 8.011.876-7) domiciliado en calle 

General Mackcnna N° 1314, Santiago, por vulnerar el derecho constitucional de la 

libertad personal, e tablecido en el artículo 19 N° 7° de la Constitución Política de la 

República, del ciu adano de nacionalidad ecuatoriana KEVIN PAUL VILLA 

QUILE, conform a los argumentos de hecho y derecho que a continuación paso a 

exponer. 

1. ANTECE ENTES DE HECHO 

El 11 de enero e 2017, el ciudadano de nacionalidad ecuatoriana señor Kevin 

Paul Villa Quile in >Tesó al territorio nacional en calidad de turista) accediendo por 

tierra desde Bolivia y dirigiéndose directamente a la ciudad de Santiago. 

El 04 de febrero de 2017, funcionarios del Departamento de Policía Internacional 

de la Policía de In estigaciones de Chile, notificaron al amparado de la Resolución 

Exenta N° 78, d 19 de enero de 2017, de la Intendencia de la Región 

Metropolitana, qu ordenó su expulsión del territorio nacional, en virtud de lo 

dispuesto en el artí ulo 1j N° 1 del DL N° 1094 de 197j) ya que el amparado habría 

sido detectado «par ¡tipalldo de dilJersas ac/üJidades all/isislémicaJ, al/errJlldo el orden .fodal del 

país] cOlls/ifl(}endo de es/a mOllera 111/ peligro para eI E s/ado': 
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El amparado fue rivado de libertad en un cuartel de la Policía de Investigaciones 

de Chile, para luego ejecutar el acto ue expulsión el día 05 de febrero del año 2017, 

obligándolo a ha cr abandono del territorio nacional por el Aeropuerto 

Internacional Arhln Merino Benítez. Dicha expulsión se verificó a pesar de que la 

Resolución Exenta ° 78/2017, le reservaba al amparado el ejercicio de los recursos 

administrativos esta lecidos en el articulo 59 de la Ley 19.880, den tro del plazo de 5 

días contados desde el acto de notificación de la Resolución Exenta que ordena su 

expulsión del territo io. 

Actualmente, el a parado se encuentra impedido de ingresar al país, en virhld de 

lo dispuesto en el ismo art. 15 N° 1 del DL N° 1094 de 1975, misma causal de 

impedimento de ing eso que opera como causal de expulsión, en relación al artículo 

17 del mismo DL. 

El texto de la R 'solución Exenta N° 78/2017, como acto administrativo que 

expulsa al amparado del In tendente de la Región Metropolitana, es el siguiente: 

"CONSIDE NDO; 

l°.Qm. Media l/e {Nforllle Polidal N° 475 de 19 de mero de 20! 7, del OepfJ/1allleN/o de 

Polida JI/lema (lila! de Polida de IIIl:es/igadol/e.r de CIJile, se dio Ole/l/a de 1<1 si/llaciól/ de! 

ex/rm!jero de I! aO/lalidad eClla/onfllla KelJill Pall! VillaQllile ON1 N° 0921790531, 

sill dOlllláJio C /Oddo ell Chile, quiell il/gresó a! paú en calidad de /misla .Aral/zada 

Ol/ag/fe COII fet: a 11 de ellero de 2017, ellconlrá"dose a la fecIJa COI/ Slf ésa de IlIrismo 

lJigm/e. 

2° Q/le, de lo fllllecedellles relllitidos se imlka q1!e el exlrmy·ero el! colllelllo, ha sido 

de/edado pa!1i al/do de dit/ersas adillir/ar/es all/isislilllit:f1J, al/eralldo el orde/l soda! de! 

pais y cOl/s/lit!] Ido de eslalllallera mi peligro para el Es/ado. 

4° Por.511 parle los m1fmloJ 84 de! O.L N° 1094 de 1975, Ly de Exlrm!jetiaj' 167 

del D.S. N° J 7 de 1984, Reglammlo de EXlnl/yería re.rpec/ilJallleIJ/e eslablet:eN: ''L..a 

medida de e~'Xpll siól/ de los ex/rmyeros será rlúpHesla por delTdo slIprell/o flllldarlo, sll.railo 

por el iYlinis/ro lel II/Ierior btfjo la fórll/lfla "Por OIdeN del Presidmle de la ReplÍb!im'~ el! 

el que se rese lalúll al fffec/ado los reC1lrsos adll/i"ú/ra/ilJoJ y judidales legalll/eIJ/e 

proceden/e.r. 
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No obs/all/e, a explllsióN de los extra/Veros qlle seall /i/lIlares de permúo de /mismo o 

prolollguel/ Sil em/al/ellcia COII dirbo perJllúo lJmcido, se dúpollflrá, szi, 1l/tÍ.r Irámite, por 

Tesol"ciÓIl del Il/mdm/e RegioNal respec/il/O, eXel//a dc! trámite de loma de razóll, 

RESUEU,é . 

1° EXPÚL 'AJE del Tmi/OIio Nadollal al ex/rtll!Jero de Ifadol/alidad ema/orialltl 

K,,,ill I'alll f, llaQIfiI" DNI N° 0921190531. 

2° CÚMPI -SB por la Polida de IIllJt}s/igaciolfes, .lr¿fá/1f1u Naciollal de Ex/ral!Jáiay 

Polida lll/emt dOlla!, /0 dirplles/o el/ el N° 1 prea:deH/e, IJo/ijic{JIldo la presellte reso/mióll 

al ex/ra/!Jero celado el//regálldole copia de la misma, qllit}1l deberá bacer aballdollo del 

país a cOIl/ar {, el IliON/eH/O qlle lome col/oámiel//o de 1.1 presel//e Resollltiól/, " 

II. ANTE EDENTES DE DERECHO 

El Recurso de paro se encuentra regulado en el articulo 21 de la Constitución 

Política de la Rep' blica como una acción consti tucional que cualquier persona 

puede interponer a te los tribunales superiores para denunciar la detención, arresto 

o prisión ilegal, e, decir, cuando se realice fuera de los casos o de las formas 

determinadas por L Constitución y la ley, Es ta es una condición de relevancia para la 

pro tección de los erechos de las personas, en palabras del abogado y profesor 

H umberto Noguei , , 

«sólo lf1l prece /0 legal aprobado por el COl/greso Naciollal Pllede es/ablecer los raJOJ y la 

jOrma ell qlle res/Ii(.áólf o p,ivacióJI de Iibl!f1ad es posible, la 1"t} por la excepáollalidad 

de la res/,it:ció, o pa'/Jacióll exige lfl/a proporciollalidad eN/re el derecbo a la libel1ad y la 

res/liaiól/ de elh, de J/}flllen, qm se e..,\(.I'!ylw n~s/'¡(áOllfS de /" libel1ad q/le, (11111 

de/emJilladm 01' 1.1 Iry, /lO seall razollables O quiebreJl el eqllili/nio mIre el deredJo y Sil 

li/l/i/acióll ''l. 

Los derechos p o te,gidos con la acción de amparo son la libertad personal y 

seguridad individ al, los cuales se encuentran consagrados en el articulo 19 N° 7 

de la Constitució Para f-Iumberto Nogueira, el derecho a la libertad personal 

"i/l/plica que /lO plll!de ¡ realizarJe p,il'mioJles o n~J/,icdoJles de liber/ad ilegí/liJ/{/.f o arbilrmi{/.f qlfe 

!il¡pollgan lílllile.~ a fJ au/olJomía de Úi perSONa que deJlla/lfI"(ilicelJ Sil derefbo, lo bagall 

I Nogueira. Humberto, la lib d personal y las dos caras de Jano en el ordenamiento jurídico chileno, Revista de Derecho. 
Universidad Austral, vol. XIII, 2 02, pago 165. 
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illlprm.ticable o lo difiCIl ¡el! IlIds allá de lo razollable"!'. Por 10 mismo, «la liber/ad alllbula/ofia 

o de dn;lIlat:ióll es aqlle derecho qlle perllli/a a la persolla /rasladarJe sil! obstáclllos por el /eni/ofio 

lIadonal Plldiendo asen rse dOllde es/illle cOI/lJeJliw/e, rOll/O, lJ.fiIllLrIllO, eJl/rar.1 salir librelllente del 

paÍJ, plldieJldo e>..patJiIJ :re .fi lo coJlSidem IJdeCllado''J. 

La seguridad indi ,idual por su parte es un concepto complementario al anterior, 

cJue tiene por objet rodear la libertad personal de un conjunto de mecanismos 

cautelares que impi an su anulación como consecuencia de cualquier abuso de 

poder o arbitrarieda . 

El artículo 21 de nuestra Carta Fundamental, en su inciso final establece que la 

acción de ampa podrá interponerse a favor de toda persona que 

ilegalmente sufra ualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su 

derecho a la libe tad personal y seguridad individual, con infracción a Jo 

dispuesto en la COI stinlCión o las leyes, a fin de que la magistratura ordene se 

guarden las formali ades legales y adopte las medidas que sean necesarias para 

restablecer el imperi del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 

11.1.- El Derecho licable en el Recurso de Amparo y el rol del Tribunal en 

su conocimiento 

En el presente r curso se consideran además los estándares establecidos en el 

Derecho Internaci lal de los Derechos Humanos, puesto que los tratados 

internacionales susc tos por el Estado de Chile y que se encuentran vigentes forman 

parte de nuestro ord 'namiento jurídico. Además, por mandato constitucional, tienen 

primacía por sobre L s normas de derecho interno. 

En el Sistema 1 teramencano de Protección de los Derechos Humanos, la 

sentenCIa de la Co e Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte 

IDI f) en el caso Ve!' zquez Rodrí,61Uez vs. I-londuras fue muy clara al distinguir entre 

los deberes de respe o y garantía del Estado, señalando sobre esta última obligación 

que, "illlplica eL deber de los Estados Partes de organizar lodo el aparato gllbemalllelltal y, en 

geJlera¿ /odas las es/m . liras IJ /ralJl!s de las males se llIallifiesta el f!jercicio de! poder público, de 

llItJnera tal qlfe seall c. ares de aseglfrarjmidimlllCll/e eL libre.y pIe/lo derdcio de los dererhos 

1l1lIl/tJIIOj'4. 

2lbidem. pago 162. 
J Ibídem. pág. 163. 
4 CIDH: "Velásquez Rodriguez . Honduras". parro 166. 
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Como consecuen ia de esta obligación los Estados deben ccpr(l/cJIiI~ ilJlJcs/igar y 

sflllliolJar /oda liolació de los dererbos rerolJoddos por la COJllJcmióII y ProC1lrtlr, adelllás, el 

reslabledlllielJ/o, si es sible, del derecbo t.7J11mkado y, ell Sil (tISO, la reparaciólI de los dai¡os 

prodJlrirlos por III JiollJióJI de los dererbos blllJ/I/JIOj'5. A ello, la Corte agrc!,yó ' Iue "L.t) 

obligtl/iólI de garflllliijJ el libre y p/ello ejerdrio de los dererhos h1lll/allos 110 se ago/a (,VII la 

exis/emia de 1111 ordm ol7lJalil:'O dingido a hacer posible el Clflllplill/im/o de es/a obligacióll, sillo 

/file rolllpfllla ItI IIecesidt d de Jllla colld1lela gffbemall,mlal qJle asegure la exir/eJlria, ell la realidad, 

de IIlIa ~fimzg(lrrUl/ia rl / libre y plmo ejercicio rIe los dererbos blfll/aIlOI'6. 

Para lIcvar adelan e la obligación del Estado de cumplir con los estándares que le 

Impone todo el sist ma internacional de protección de los derechos humanos, el 

artículo 5° inciso 2 de nuestra Carta Fundamental se to rna en una herramienta 

imprescindible para umplir dicho propósito. 

Efcc tivamentc el 

manera expresa en 

limitación el respet 

arto S° de la Constitución Política del Estado, cstablece de 

u inciso 2° que el cjcrcicio de la soberanía reconocc como 

de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 

los órganos del Estado respetar y promover rales derechos humana. Es deber e 

garantizados por c · a Constitución, así como por los tratados internacionales 

ratificados por Chile ' que se encuentren vigentes. 

Al respecto, la C rte Suprema ha declarado que el artículo S inciso segundo 

recién transcrito, oto .ga rango constitucional a los tratados que !,rarantizan el respe to 

de los derechos hu lanos, concediéndoles una jcrarquía mayor ' luC a los demás 

tratados internaciona es, en cuanto regulan los derechos esenciales que emanan dc la 

naturaleza humana ) que u en difimiim los dered,os bllJlltllJOJ astgllmrlos ell I!JI Ira/lulo se 

li!(()fpOrlllJ al ordmtJJl. ·m/o jilJidiro i,,/emo, Jonl/lllldo par/e de la COIIJ/i/mióJI HltI/en"al 

adqllliimrlo plel1a /llg/, . (1, mlidezy iftmcia Jmirlim, 110 plldieJIrlo lIiJlglÍJI órgallo riel E s/ado 

desl"OlIocerlos y rlebimdo lodos ellos respetarlos y pro/JIOl't:rlos, ro/JIO asilllislllo, pro/egerlos ti /rauis 

del ("OI!Jifll/o de gtIJ"tlll/ir. tVllslil"ciol/ales des/il/adas a ast'gllmr el plmo respeto de los rlerer/¡ol'7. 

Por otra parte, en el caso de las accioncs constitucionales como Jos rccursos de 

amparo y protecció , se revela particularmente la importancia del Podcr J udicial 

como un poder c< ntra mayoritario lllle necesariamentc debe actuar para la 

protccción de los de echos fundam entales. La vinculación del ó rgano jurisdiccional 

a los derechos ru nd, lcntalcs puede calificarse como aquella que mayor relevancia 

~ Corte IOH. Caso Velflsquez R iguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, parro 166. 
e Corte IOH. Caso Velasquez R iguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. parro 166. 

1 Corte Suprema, sentencia Rol 3 25-04, de 13 de marzo de 2007, considerando bigésimo 0000. 
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presenta para el E tado de Derechos. Y esto se explica por la doble faz de la 

judicatura, como d 'stinataria de los derechos fundamcntales9, y como principal 

garante de los mism )s. Lo anterior, la Excelentísima Corte Suprema de Just1cia lo ha 

expresado con las sientes palabras 10; "Para esla Carie, ell Jén1li1lO.f gellerale.f, im7/1!lbe ti 

lodo juez de la Repúb ca !ti aplicación de/ ordeJIamielllo jilfídico a los (asas (amnIos some/idos a 

91 detirióll (. .. ) I....a iJlI ;gralidad y ¡:ohereJlc.7a de dú:ho sirlelJ/a de 1I0l7Jla.r obliga a! jil'.?gador a elegir 

la Norma ° gmpo de 110 ma.r pretiraJ qm 1I1ilizarrí y el selltido de las mismaJ. EJI el tjertitio de esa 

labor intelectJlal de se/el . 'ÓIl e illte,pretacióll p!fede ideJItijicar regias jJlrídicas q1le colltieJIeJI seJltidos 

oplle.rlo.r, e i"clmo regl. s jllrídicas qm se OPOlleJl a seJldo.r p,imipios ree/ores de! sislema jiflidico. 

pJleJ bieJl, la .mlJlcióll e lales cOlljlie/os de 1l0l7JJaS es lambié" o/¿je/o de! jil:{J!,amielllo ( ... ) N o se 

diimle, eH la doe/rilla f mlillfaol/al, qm IOJjileces de! Jom/o Imgall jamllarles para ¡'¡k,./m~/a,.It1.f 

reglas legales cOJ¡frmm a la COllslitlftiólI, así como lampo/.V la ulilizaciólI de las IlOl7Jlr1.f 

toll.flitllciollales de lf1l 11. oda diree/o para la sol!fcióll de! co/iflic/o e.rpedflco y, el! ambos casos, el Jilez 

ha debido illlerprelar la COIIJlilmió,!'. 

En este proces de integración a que alude la Corte Suprema, que es 

consustancial a la urisdicción como señala el máximo tribunal, será tarea del 

intérprete judicial b ¡scar la forma de conciliar las dist1ntas fuentes normativas Qe}', 

Constitución, tratad )s) en pos de conservar la unidad del ordenamiento, unidad que 

pasa por una aplicac ón del derecho respetuosa de los derechos fundamentales. 

Il.2.- Acerca de la rivación, perturbación y amenaza 

La Constitución Jolítica del .Estado establece en al art. 19 N° 7 el derecho a la 

libertad personal y, la seguridad individual. La libertad personal está concebida en 

términos amplios, ncluyendo no solo hipótesis de privación de libertad sino 

8 Resulta inconcuso que el juez e encuentra vinculado a la Constitución, como una nOOl1a suprema. De acuerdo con el articulo 6· de 
la Carta Fundamental. podia ne arse el deber de sumisión del juez a normas que no se encuentran dictadas conforme a ella. 

9 Como garante de los derech fundamentales, el órgano jurisdiccional se encuentra en primer lugar ligado a aquellos derechos 
específicamente dirigidos a su a tividad; podlamos decir. a los derechos fundamentales de carácter procesal aunados en el concepto 
de debido proceso, en la nom nclatura de la Constitución: "investigación y procedmiento racionales y justos". Este derecho, o 
elemento de la garantia de la ju ' ¡ceional, nace al amparo de un procedimiento en el cual el juez goza de amplias facultades, y se 
transforma en la denominación general de las exigencias de racionalidad y "juego limpio' que se pueden dirigir hacia el órgano 
jurisdiccional. Por definición, s trata de un estándar abierto, de un cootenido que si bien puede precisarse en el momento del 
desarrollo actual de la institu ón, tiene por caracteristica fundamental una nota de indetem1inación que le permite aceptar 
cualesquiera exigencias futura especificas que puedan plantearse a la acción del órgano jurisdiccional. A1dunate L., Eduardo, 
Derechos Fundamentales, Legal Publishing, p. 200. 

10 Sentencia de la Corte Suprem Rol N· 5420·2008. 
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también a la libertad e circulación 11. El Tribunal Constitucional ha tenido múltiples 

promlnclamlent.os re ogiendo este sentido lato de la libertad personaJ1 2. 

El derecho a la Ji errad personal constituye un eje fundamental en la protección 

de los derechos civi es y políticos en el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. En efect , el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles }' 

Políticos (PIDCP)JJ o consagra expresamente al afirmar que todo individuo tiene 

derecho a la libertad y seguridad personales l4. Por su parte, en el ámbito regional la 

Convención I\mcric, na de Derechos Humanos (CI\01-l)15, dispone en cuanto al 

derecho a la libertad personal, en su artículo 10 que toda persona tiene derecho a la 

libertad y seguridad ersonal y que las causas que la limiten deben estar fijadas de 

antemano por la Co tirución y las leyes l6. 

En ambos casos, 1 derecho protegido alude a la libertad en sentido amplio l7, de 

manera que cualquie privación o restricción de la libertad personal entendida como 

libertad ambulatoria de residencia se encontrará dentro del ámbito de protección 

del derecho. 

" ,Articulo 19 W 7: "El derecho a a libertad personal y a la seguridad individual. 
En consecuencia: 
a) Toda persona tiene derecho d residir y permanecer en cualquier lugar de la Repliblica, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de 
su territorio, a condición de que s guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros". 
12 Sentencias Rol: 1869, c. 11 a 13, de 18 de mayo de 2009; Ro132S, c. 40, de 11 de mayo de 
2001; Rol 388, cc. 18 y 1 ,de 5 de septiem bre de 2003l. 

1l Promulgado pct Decreto N" 7 8 (Diario Oficial de 29 de abril de 1989). 

" MiC1J1o 9 PIDCP "l. Todo i dividuo tiene delecho a la libertad y a las seguridades personales. Nadie podra ser sometido a 
detención o prisión aJbiIralias. adie podla ser privado de su Iiberlad, salvo por las causas lijadas por ley Y con aneglo al 
procedimiento establecido en ést 2. TcxJa persona detenida Se/a infOfmada, en el momento de su detención, de las razones de la 
misma, y notificada. sin demOfa, e la acusación formulada contra e/fa 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción 
penal se!a Revada sin demora an un juez u otro funcionario autorizado polla ley pala ejen;e! funciones judiciales, y tendla delecho a 
Se! juzgada dent!o de Uf) plazo, onabIe o a ser puesta en /iberlad. la prisión preventNa de las personas que hayan de ser juzgadas 
no debe Se! la regla general, pe su liberlad podIa estar suboidinada a garantias que aseguren la comparecencia del acusado en el 
acto del juicio, o en cualquier m ento de las diligencias procesales y. en su caso. para la ejecución del fallo. 4. Toda persona que 
sea privada de libertad en virt de detención o prisión tendra deJecho a recurrir ante un mbunal, a fin de que éste decida a la 
brevedad posible sobre la Iegali ad de su prisión y ordene su libertad si la ptisión fuela itegal. 5. Toda persona que haya sido 
ilegalmente detenida o presa, ten ra el derecho efectivo a obtener reparación", 

11 Promulgada pct Deaeto N" 87 (Diario OfICial de 5 de enero de 1991). 

I~ Articulo 1 CAOH "1. Toda pers na tiene derecho a la /ibertady a la seguridad personales. 2. Nadie puede ser privado de su libertad 
fisica, saNo poI/as causas y en / s condiciones fijadas de antemano por las Constitucionales Poli/leas de los Estados parles o por las 
leyes dictados conforme a eRas. ,Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento aJbiIJarios. 4. Toda persona detenida o 
retenida debe ser informada de 1 s razones de su detención y notificada, sin demora, del caJgo o caJgos formulados contra ellas. 5. 
Toda persona detenida o reteni debe ser llevada, sin demora, ante un juez u o/ro funclonafio autorizado por la ley para ejercer 
funciones judiciales y tendra del ha a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continlie el proceso. Su tibertad la estar condicionada a gaJanlias que aseguren su comparecencia en el juicio. 6. Toda persona 
privada de libertad tiene derecho lecurrir ante un juez o mbuna/ compelente, a fin de que éste decida, sin demora, soble la legalidad 
de su anesto o detención y orde e su liberlad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Parles cuyas leyes prevén 
que tcxJa persona que se viera enazada de ser privada de su Iiberlad tiene derecho a recum·r a un juez o tribunal competente a fin 
de que éste decida sobre la t idad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán 
interponerse por si o por aira pe ona 7. Nadie sera detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial 
competente dictados por incumplí ienfos de deberes a5mentarios. " 

11 MEOINA, Cecilia, "La Conve .. Americana: Teoria y Jurisprudencj¡f, Cenlro de Derechos Humanos Universidad de Chile, 
Santiago, 2003, pag. 211 Y siguie les. 
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De la misma fo a ha sido el razonamiento de Tribunales de nuestro país, en 

causa Rol N°10-2013, Corte de Apelaciones de Arica al indicar, 

"Col/siderando J>nimro: Que el arlímlo 19 N° 1 de la COJlJIÜlIdóll Política de la 

República sienla 1!J1 principio IInü;ersal q/le impolle a los Eslados el deber de gal'tllllizar a 

loda persona el leredJo a Sil segllfidad illdülidlfal y liberlad persol/al. DispoNiélldose que 

lIadie puede ser plif)ado de libalad o ésla reslfillgida sillo en los ¡(JJos y ell la JomJa 

eslablecida en la oNSIÜm:iól/ y las Iryes, por lo que lales medidas SOIl siempre excepcio"ales J' 

reslndifJtls y po lo mismo sólo proredell en 10.f casos en qlfe la COlIJlillfcióll J' 1m Iryes lo 

(JIIIOfiZfJl! eN mi '1/ de 1m inlerés Jllpené". 

En términos ge rales la garantía de la libertad personal requiere que nadie sea 

privado de su dere ho a la libertad personal sino en las causas }' las condiciones 

fijadas por la Const tución }' las leyes. En este sentido las normas legales imponen a 

la Policía de J nve ,tigaciones de Chile la obligación de realizar los controles 

migratorios, cumpli 'ndo una serie de requisitos. 

En este caso c n fecha 11 de enero de 2017, el ciudadano de nacionalidad 

ecuatonana señor evin Paul Villa Quile, ingresó al territorio nacional en calidad de 

turista, desde Boli, ia, dirigiéndose directamente a Santiago. Posteriormente con 

fecha 04 de feb ero de 2017, funcionarios del Departamento de Policía 

Internacional de Po jcía de Jnvestihr:l.cioncs de Chile, lo notificaron de la Resolución 

Exenta N° 78, d 19 de enero de 2017, de la Intendencia de la Región 

Metropolitana, la q e ordenó su expulsión del territorio nacional, en virtud de lo 

dispuesto en el arclc lo 15 N° 1 del DL N° 1094 de 1975, ya que el amparado habría 

sido detectado "p, ticipando de diversas actividades antisistémicas, alterando el 

orden social del paí. }' constituyendo de esta manera un peligro para el Estado". 

Producto de aq Uo, el amparado fue privado de su libertad en un cuartel de 

Policía de Investiga iones de Chile, para luego materializar el acto de expulsión el 

día 05 de febrero daño 2017, obligándolo a hacer abandono del territorio nacional 

por el Aeropuerto 1 temacional Arturo Merino Benítez. Dicha expulsión se verificó 

a pesar de que la \esolución Exenta N° 78/2017, le resetvaba al amparado el 

ejercicio de los rec (SOS administrativos establecidos en el artículo 59 de la Ley 

19.880, dentro del lazo de 5 días contados desde el acto de notificación de la 

Resolución Exenta ue ordena su expulsión del territorio. 

Actualmente, el parado se encuentra impedido de ingresar al país, en virtud de 

lo dispuesto en el ismo arto 15 N° 1 del OL N° 1094 de 1975, misma causal de 
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impedimento de in eso que opera como causal de expulsión, en relación al artículo 

17 del DL N" 1094 e 1975. 

II.3.- La expulsió resulta ilegal y arbitraria 

1. El rocedimien de ex ulsión resulta He al al no res etar los estándares 

de debido roce o 

E':J procedimient de expulsión del amparado, al limitarse a notificarle 

informalmente la exi ·tencia de un decreto de expulsión, presuntamente dictado por 

el Ministro de Inter Of con fecha 5 de enero de 2017) sin permitirle al amparado 

tener acceso al docu ento y menos aún otorgarle copia del mismo, no respetó los 

estándares mínimos lel debido proceso establecido en instrumentos internacionales, 

ctfcunstanCla que p dna comprometer la responsabilidad internacional del Estado 

de Chile. 

En el presente aso, el amparado no tuvo conocImIento que eXIstía un 

procedimiento sanc onatorio en su contra, no conoció los cargos que se le 

imputaban, no tuvo I posibilidad de desi1:,mar un abogado defensor, de presentar sus 

descargos o pruebas y de ejercer el derecho a un recurso judicial o administrativo 

efectivo. Es decir, se respetó el derecho al debido proceso en su caso lo que 

afectó directamente su libertad personal, sin perjuicio del contenido y alcance de 

las obligaciones sobr ' la materia que se desarrollan a continuación. 

a) Normas de I Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

La Convención A ericana de Derechos sobre Derechos ¡-rumanos o Pacto de 

San J osé de Costa Rica, vigente en Chile desde el año 1991, es el principal 

instrumento del Sist ma Interamericano de Derechos Humanos. Fue creado por la 

Organización de los Estados Americanos, gue desde 1948 adoptan instrumentos 

internacionales que nstituyen el Sistema Regional de Promoción y Protección de 

Derechos Humano.. La Convención Americana sobre Derechos Humanos 

contiene catálogos d Derechos, Obligaciones para los Estados y mecanismos para 

la resolución de ca flictos entre Derechos. La inobservancia de las Obligaciones 

que asumen los esta os en los distintos Instrumentos de Derecho Internacional de 

los Derechos Huma lOS, puede comprometer la responsabilidad internacional del 

Estado de Chile. 
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En este sentido, 'stimamos que los hechos relatados y que dan sustento a esta 

acción de amparo, v Incraron los sibTlJicntcs estándares de la Convención: 

Artículo 8: "l . . 'oda paJol/a lielle derecho a ser oída, COI! las debidas garalltías y deNlro de 

/111 plazo mzollabi4 por /111 jilt"{ o In'bllllfll rompelmle, i"depeNdienle e impardal, eslablecido 

m/l ollleáoádad po ·111 Iq, ell la JIIJ/(lIIdadólI de l7Ialq/lier al7(SadólI penal fommlada coI/1m 

ella, o para la dele 'JI/il/aciólI de SlfS derechos y obligaciolll: .. r de orden d,il, laboral, fisml o de 

malquier olro mrár el: 

2, Toda persona/il IIpada de delito lime deredJO a que se presuma Sil illofmdalllienlras /lO se 

eSlablezm legalmell ,m mlpabilidad. DIII,lJIle el proteso, lodo penollo lime deredJo, eJl plma 

igllllldad, a 1m J~ ",imles gartllll;m /I/ÍlJi/l/as: 11) derecho del il/l7flpado de Jer miJlido 

gmluilamenle por e Imdllr/or o i"lilprete, Ji 110 mll/prellde o 110 habla el idioll/a del j1f:?gado o 

117'blll/(//; b) ml//III '((I/7'ÓII prer1(/ y detallada (11 illmlpado de !tI (I(1fsmióll !omllflada; d 
mlltesióll al illtulp ulo del liell/po y de los medios IIdelilfJdo.f para 111 pn:pamciólI de JI! 

defensa; d) derecho dcl illmlpado dc defeJl(lcfJe pel:WJlalmenle o de ser (/'fislido por /111 defellsor 

de Sil eleccióll y de [, ,,/lf/I;l:arse libre y prilJarltJJJlellle fOil Sil defel/Jor; e) deredJo im!llllllciable de 

Jer asislido por 1111 efel/Jor proponiollado por el EJlado, rm/llllemdo o /lO seglÍJ/ la legislat1ólI 

il/lema, si el illCIIl 'Ido l/O se defeNdiere por ,rí misil/O "i lIombrare deftl/sor dmlro del plazo 

eslablecido por 111 . ; J) derecho de 1(1 defelfS{/ de il/lenvgar a los leJligos preJellles el! el 

IribllJ/(/! y de obleN r la romparewltia, como lesligos O Imilos, de olms penollll .. r qm plledaJ/ 

tIITqjar IIIZ sobre /. J !Jcr!Jo.r; g) dem/Jo a l/O Jer obligado a dedamr (.'OlIlm sí lIIislIIO Ili a 

dedararse (lflpablc, ~ I b) derc(!Jo de reml7ir del Jallo allle Jilez o In'/JIIllal.wpeliorn 
, 

Artículo 25: "l. ''oda persolla liet/e derec!Jo a mI reCllrso selldllo y rdpido o a ClIalqlfier oftv 

remrso ifeclil'O allle los jlfeces o IIiblll/ales rolllpe/mles, qlle la alllpare COI/1m OI1os qlle ' 10let/ 

.r!(.f dereebos flllldm et/lales recollocidos por /a COlISlilllaóIf, la Iry o la presell/e COIII;tI!ciólI, 

mili mili/do la! lio lI'ióJI Jea cOlJlelir/a por jJef:rollas 1m ar/de/l l1!l ~jerdcio de SI/S jillldoJll1s 

qfidales. 2. [.....os Es adoJ Pllrles se (O/llpro/llelm: a) a garalllizar /fue la al/lOIidad IVll/pelellle 

preJ'ls/a por el sisl ma legal del Eslado deddirá sobre los deredJos de lada persolla que 

il/lerpollga 1111 remr. " b) tI desflfTOllar bIS posibilidades de reCllrso ji/didar: 

Artículo 22. 7 'Toda penolla tiene el derecho de bllsmr y redbir tJ.filo en lel7i/on'o 

oJrm!lero ti! (.'/JO (, pel:reClldólI por delilos polílims o I,V/llllfleS COllexoJ COII 10.f polílit,vs y de 

(ICllerdo (011 la legirft dón de (ada Eslado y/os tOlll'enios illlemfJtiollalcs': 

Artículo 22. 8 ' : 1/ lIinglÍJI CIISO el ex/nI/yero Pllede ser expulsado o dellllf1l/o a olro país, JetJ 

o l/O de ongell, doJl(, • Sil deredJO a la áda o a la liberlad per.fOJ/al está ell lie.rgo de tio/aciólI a 

(alisa de milI, I/(ltio JOIMad, religión, (OlIdiliólI .rodal o de SIlS opil/ioJles polílkm", 
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b) Pacto Intem cional de Derechos Civiles y Políticos. 

El Pacto In te rnac onal de Derechos Civiles y Políticos, vigente en Chile desde el 

año 1991, es un trat do mul tilateral de Derechos Civiles y Políticos, estableciendo 

un mecanismo de romoción y garantía. Este instrumento es parte del Sis tema 

Universal de Dcrccl os Humanos creado a través de la Asamblea General de la 

ONU. Cabe agregar, gue junto con la Declarac ión Universal de Derechos H umanos 

y el Pacto In tem ac anal de Derechos Económicos, Sociales y Cul turales, estos 

IOstrumentos son c nocidos como la Carta de Naciones Unidas, creada por la 

Asamblea General d la ONU. 

F.n este sentido, stimamos gue los hechos relatados y guc dan sustento a esta 

acción de amparo, v\ ¡neraron los siguientes estándares: 

Artículo 14: " l . . odas las persollas 5011 iglfales al/le los lábllllalesy an1es dejlfslicia. Toda 

penolla /elldrá dere, 'jo a ser oída plÍbliaJ/llellle y (01/ las debidas garall/ías po,. 1{J1 /á/mllal 

mll/pe/ellle, ¡I/depem ¡eNle e ¡¡l¡pardal, eslableddo por la I~J, ell la s1IbslalldaclólI de malqllier 

atllsaaÓII de cardde . peNal forll/ulada mll/ra ella o para la delerlllil/adól/ de s/{s derec/;os 11 

obligado/les de cad 1er dl/lZ L...rJ prwsa.y el público podráJl ser excluidos de la lolalidad o 

pm1e de los ji/idos o,. cOJlsideradolles de 1II0ral, ordell público o seglfridad Jlal,IOlla! el! lIlla 

Jodedad delllocrá/ic. o Cltalldo lo exija el il/lerir de la Pida pfillada de las parles o, 111/ la 

lIIedida eslfidalllwlt llea:sana eJI opiniól/ de! /riblll/a!, c/{(mdo por cirClfllsla/lclaS espeaa!es del 

(/Jlfl/lo la IJltblidda pHdiera peryifdicar a los il/lereses de !a Jús/ida; pero toda sell/emia eJI 

II/ateria pellal o COII elldosa será plÍbli(a, ext:l:plo CII los msos eN que el illterés de IIlCl/Ofl:S de 

edad exija lo (o ll/ra 1'0, o ell laJ aClISadolll1.f rifereJIles a plei/os ma/fill/Oll¡ale.r o a la tll/ela de 

mmores. 

2. Toda persol/a at/ ada de 111/ deltio lielle derecho a q/{e se presHma su ¡I/ocellda llIimlms l/O 

se pmebe Sil mlpabi dad (,"O/ljorme (J la 1'1). 

3. D"raNte el pfvce ,Ioda persolla aCllsada de "'1 de/ilo telldrá rleretho, ell plma igualdad, a 

las sigllimtes gmw las IlIlémas: a) A ser illjormada si" delllora, ell 1111 idiollla qlle 

awljJrmda y m Jom a de/alIada, de la lIalllmleza y (alisas de la aCllsaaólI Jorllllllada mlllra 

ella; b) A dispoJler (el lil1llljJo y de los medios ademados para la prejJaradóli de Sil difellJa y a 

tVlIlIIlIl(m:fe COI! 1111 ifl11lsor de Sil e!eaiólI; 1) A ser Jilzg,ado si" di/adolles indebidas; d) A 

!;allarse presl11lle ell proceso y a d~fel/{Ierse pef:fOllalllleN/e o ser asistida por"'f "~fl11lsor de Sil 

e1eaiólI; a ser i/~fom, da, si /lO IIIl'lúa difellJor, del derecho qlle le asis/e a lelledo, y, sielllPre 

qlle el i¡¡lerés de la ilslida lo exija, a q1fe se le 1I0mbre dife/lsor de rljido, gm/lIlialllell/e, si 

rarea"ere de lIIetl¡os s pcieN/es para pagado; e) A ill/errogar o hater ill/elTOgar a los /es/igos de 

mrgo y a oblmer la :olllpare(ellda de los lesligos de descargo y que éslos seall illlefTogados m 
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IIIJ IIIiJIIIIJJ comlido es qlle 10J /eJ/igoJ de (fIlgo; j) A Jer lISis/ida gm/lli/llllwlle por IIJI 

ill/érpre/e, Ji Ha COJlJp m/e o JlO habla el idioJlJa eJlJpleado m el /ribIlJJtJI; gJ A 110 Jer obligada 

a dedamr tOH/m Jí Ji silla Jli a cOllfeJarJe mlpable. 

-l. EII el protedúJliel o aplicable a 10J lIIeIloreJ de edad a efec/OJ pma/es se /mdrá m mmla 

es/a rirc!lIIsl(JI/{iay 1" importallda de es/lillldar slf readaptacióN social. 

5. '1 oda persoHa derf¡ rada mlpab/e de 1111 delilo /mdrá den:r!Jo a qlle el jallo tVHdma/ono y la 

pella filie se le /;(!ya i ~plles/o Jeall somelidoJ a 1111 /17·1J!fIl{JI.mpedOl~ cOllfo rllle (J !n preJClilo por 

!tI!~)I. 

6. Cual/do /l1It1 sm/e lria cOl/della/oria firJlJe I}(!ya sido III/m'orJlJmle rew((Jda, o el/,'OJldenado 

hfD'a sUo im/III/ado or babet:fe prodllcido o de.rmbierlo //JI berbo plmalllm/e probatorio de la 

mlllúiólI de IIJI elTo ¡¡d,tia/, lo persol/o qlle bf!J'O JIljrido IIl1a pe/w COIIIO resul/ado de /01 

sm/ellda deberá ser 'm/eJJlllizada, cOIiforllle a la Iry, o IJleJlOS !file se dellllles/re q/le le r.s 

iJlJpll/able mIado o e par/e el l/O haberse reflclado op0111111alllCJIle t:f betIJo deJcol/oddo. 

7. Nadie podni ser) !f}!,ado ni sal/ciol/ado por 1111 deli/o por el mal bf!ya sido J'fl roudmado o 

abslfel/o por 1/1/(/ smlllcia firllle de amerdo COI! la /ry.J el procedimielllo pellal de ((Jda país': 

c) Convención ntemacional sobre la Protección de los Derechos de 

todos los Tra ajadores Migratorios y sus Familias 

Este Instrumento nternacional fue adoptado po r la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en el año 1991, teniendo en consideración la si tuación de 

vulnerabilidad en qu se encuentran los Trabajadores Migratorios y sus fam i.lias, 

frenre a la ausencia ·1 Estado de o rigen y los p roblemas que se presentan en el 

Estado que les otor , empleo. Además, en su génesis se tuvo en cuenta los 

p rincipios consagrad s la D eclaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Inte rnacional de Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto 

Internacional de Der hos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la 

E liminación de 'r oda. las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la 

eliminación de todas s fo rmas de discriminación contra la mujer y la Convención 

sobre los Derechos d I Niño. Este Instrumento Jnte rnacionaI fue recepcionado por 

el ordenamiento jurid co chiJeno en el año 2005, siendo este un cuerpo no rmativo 

vigente y vinculante, 
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En este sentido, est mamos como vulnerado: 

Artículo 16: "1. UJs trabo/adores l/Iigra/OIios y SIfS jal/liliaf"e.r /elldráll derecho rl la liver/ad 

.Y la seglfridad pers IW!eS. 

2. Los /rabqjatlor s migra/OIios y SIf.r jamiliare.r /eJldrtÍll derecho a la pro/ect7ó1I ifedil'O de! 

Es/ado cOI//ra /otl. tio/emia, dm70 COIPora!, amelt0za o ill/il/lidaaólI por parle de fifllalJllrJIios 

ptfblims () de pfllli . l/tm:s, gmjJos o iI¡s/illIaolles. 

3. La perijirat7óII or 10.r jmtiollatios m(argados de hacer /'/IIIJjJlir la Iry de la identidad de los 

/ravqjadores III;gn orios o de .f1f.f jamiliares se realizprá COIl arreglo a los procedlillfm/os 

es/avletidos por IV'. 

4. Los /ravf.god res migra/OIios y SIfS jamiliares 110 seráll sOIl/elidos, indúidlla! JIl 

m!ectilJalllell/e, a dtCJIció" o prisión arbilrarias; 110 será" prilJados de su ¡¡vellar!, salpo por !os 

lIIo/ilJOS y de mllfo,. údad (011 los procedilllim/os qm la Iry es/ablezca. 

5. Los /rabf.godoli lIIigra/on'os y SIlJ jamiliares q1fe seall de/midos serríll informados eH el 

IIIOlllell/O de la del ¡ciÓII, de ser posible el! 711/ idioma que comprendall, dc !os lI/o/á)os de es/a 

delmtióll,y se les I o/ijicaráll proll/amm/e, m mi idioma qlle comprmdall, las aClfsaciolles que 

,fe!rs hr!)'a jorJIlllllllo. 

6. L.os /rabf.gadoTCr m;gra/orios y SIlJ jamiliares de/ellidos o presos a callsa de /lila ;,yratdóll 

pella! seráll /le/)ar/, f sin demora all/e 1m jilez 11 o/ro .fimciollf1lio a/l/OIizado por la Iry para 

,!jm:er jmciolles Ji' iaales y /emlráll derec!Jo a ser jil:{JpdoJ m 1111 plazo razonable o a ser 

plfes/os e/l libellad. La pnsiólI prel/eJI/ilJa de 1m persollm qm: hqyan de ser jil:::gadm 110 debe 

ser la regla gmera , pero Sil libellatl podrá estar slfvordil1ada a garall/ías qlfe aseglfren la 

compareccmia de! t CIIsado eJI el arlo de! j/licio o en CIIalqlfier o/ro IIIOII/m/o de /tu dilige/l(.ias 

protesales y, ell SI{ / 1S0, para la tjeClldólI del ja/lo. 

7. C/lumlo 1111 Ira (!JI/dar migra/afio o 1111 }Jllliliar sIgo .rea afJl!.\1ado, miHido eJI plúióH o 

tIe/ellido eJI espera e ji/icio o some/ido a CIIalqlfier otra forma de de/Cllcióll: a) J-.AS all/mü!ades 

(oll.fIIlares o diploll. á/iau de S1f Es/ado de Of7gCII, o de ¡IN Es/ado qlle represCII/e los ill/ereJeJ 

tIe! Es/ado de orig " JeráJl iJiformadm Ji" del/lora, si lo solitlia e! de/Cllir/o, de la de/ellt7ó" o 

prúió"y de los mo'vos de esa medida; v) I-.A persolla i,,/eresada /(:"drá deredJo (J (:o/IIIll/kane 

(011 esas alt/midad s. Toda /,,()I//mJi({ltiólJ dirigir/a por e! ilJteresado a esas alt/oridades será 

mlli/itla Jiu dem '(1, y e! ilJ/ereJatlo tendrá /ambiéll deredJo a recibir .rin demora 1m 

{'()lIl11lJi(.'(Ja'olJes de idJrIJ al//onaades; tj Se iJlforl/lrmí siu delllom a! iNteresado de es/e deredJo 

y de los derethoJ de 'l/atlos de los /m/ados pC!linClltes, si SOIl aplicables eJl/re los Es/ados de q1ll1 
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se lrale, a illler¡YUl/ iar t'OfTespolldemia y relOlirse rON represCIIlall/e.r de esas au/oridades y a 

hacer gesliolles COIl eos para su represCII/adóll lega!. 

8. Los lrabqjadores '/ligralon·o.ry .f1f.r familiares que sea" pril'ados de .f1f libellad por delCllc7ón 

° prisión lendrán {1. redJo a illcoar protedzi¡úen/os {m/e 1m Iri/lIIl/a!, a jil/ de que ésle plfeda 

deádir sill demora (cerca de la legalidad de Sil de/mcióll J' ordmar Sil liberlad Ji la delclllión 

IIollfen: lega!. En e I!jerdcio de eJle reCIIIJO, redbirán la asis/encia, graluila si filese I/uesmio, 

de 1111 ill/érpre/e t71aJ do l/O plfdierell mlel/der ° hablar el idioll/a "Ii/izado. 

9. I.JJs /rab(Yadore.r 'lligralorio.ry .flfsjámiliare.r q"e h(gall.rido uklilllas de de/máóll o priJióll 

ilegal/CIIdrá" deret'h a exigirul/a illdellllliijJáóll': 

d) Opiniones C nsultivas 

El sistema interan ericano de Derechos Humanos posee la Corte lnteramericana 

de Derechos Hu nos, cuyas principales competencias son contenciosas y 

consultivas. Conten tosas en la facultad de resolver casos que se presentan, 

formulando medida, de reparación en caso de verificarse la responsabilidad del 

Estado y dictar me idas provisionales. Consultivas respecto al hecho de emitir 

Opiniones técnicas e contienen interpretaciones sobre los Derechos Subjetivos de 

las personas en rela ión al Derecho Jnternacional de los Derechos "!-:rumanos, bajo 

requerimiento de los Estados y sobre temáticas específicas, con carácter vinculante. 

La Corte lDT-I, e su Opinión Consultiva N° 18 sobre Condición Jurídica y 

Derecho de los igrantes Indocumentados, 17 de septiembre de 2003, 

indicado las siguient s consideraciones atingentes al presente caso: 

Párrafo 121. 'El debido proteJo legal eJ 111/ dere¡:ho qlfe debe .rer garalllizar/o a /oda 

perJOIJa, illdepe!l im/eme,,/e de JlI eJ/a/us migra/orio". 

Párrafo 122. "L'{J COl1e (()lIJidera qlle el derecbo al debido pro((!JO legal debe .rer 

reco11ocido eJJ el mar((J de 1m garaNlías mfmiIJas que Je debell brindar a lodo migrall/e, 

illdependiel//eme /e de.fu es/a/m migra/Olio". 

Párrafo 123. ' Tal ((JI/laja ha .mlalado esle TlibJlllfI!, el debido proteso lega! se refiere al 

tVl!J;m/o de req/i silos que debw obJel7Jat:re eJl 1m im/ancias proreJaleJ a ifedOJ de que las 

perJollaJ uNII e ¡:olldiciolles de difellder adeC/ladall/CIJ/e sus dererhos (JI//e (lIalquier [' . .J 
ado del Es/ado qlfe pueda (ifedarloJ. Er decit; ( . ."alqJlt'er actuacióN 11 ollliriólI de los 
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ó, allos esla/a/es den/ro de 1m roceJO sea admiJlúlm/if/() sallcioNa/orio o i(fúdi(.~:io"al 

debe re, elar el d birlo mceso le a!,>f8f9. 

e) Sentencias d la Corte IDH aplicables al caso: 

1':1 Estado de el 'Ie ratificó y publicó en el Diario Oficial la Convención 

Americana de Derec os Humanos, el artículo 68 de la Convención determina la 

obligación de los ~stados Partes de cumplir con las sentencias de la Corte 

lnteramcricana, est leciéndose un pISO mtnlmo en relación al alcance, 

1t1tcrpretación )' cum ¡imiento de los diversos estándares de Derechos }-1 umanos 

'lue la Corte lnteram 'ricana establece en sus sentencias, configurándose mandatos 

de respeto no sólo a , 'luellos Estado 'lue fueron parte del conflicto a resolver por la 

Corte IDH, sino 'lue especto a todos los Es tados Partes. 

De esta manera, I Corte IDH, en el Caso Vélez Loor vs. Panamá, en la 

sentencia de 23 de no riembre de 2010 indicó: 

Párrafo 254: "El Trib"'!t11 resalló 1m medidas Ilecesanas qm los Es/ados debe" 

adop/ar para ga I/Iizar 1f1l ~fec/il/O e igllalilan'o acceso a la jits/ida de las persoNa (.. . .) 

A.fí, vizo rifen?1 da a la cmlralidad de la IIo/!ficariól/ .robre el derecho (1 la asislellda 

cOllslflar (sllpra p ÍfT. 152)y al req!lel7illielllo de colllar COllmlfJ asúlwria letrada ( .. )" 

Por otra parte, en I Caso familia Pacheco Tineo vs. Estado Plurinacional de 

Bolivia de Sentenci de 23 de noviembre de 2010, establece ciertas garantías 

minimas en la expuls ón de solicitantes de asilo o refugiados, derecho 'lue la propia 

Corte IDB extiende cualquier otra persona extranjera: 

Párrafo 133: ' . . .) tJ ser úiforlllado expresa y forllla/Ille!lle de los (,fJf)!,os eH su ((mIra, si 

los bubiere, y de los lIIo/illOS de la e:x.p"Lriól/ ° depor/acióII. Es/a lIo/!ficaciól/ debe iJldér 

¡"¡iformacióN sobn sus deredJos, lales {,V/lIO: a la posibilidad de ev'V."jJollerlas razoJleJ que lo 

asislall el/ col//m de .fU exp"LrióII y opoll/JIJe a lo,f c(JIgos ell Sil COI/Ira; b. la pOJibilidad de 

18 Citado por la propia ClDH: 'C Baena RicNdo y olros, supra nota 27, parr. 124: y cfr. Caso Ivcher Brons/ein, supra nola 46. parr. 
102: Caso del Tribunal Constituci al. Senlencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, parro 69: y Garantlas judiciales en Estados 
de Emergencia, supra nota 17. pá , 27: 
19 En el mismo sentido. pero con una fundamentación dIstinta se pronunció la 1. Corte de Apelaciones de Temuco. al acoger una 
acción constitucional de Amparo caLlSa Rol: 2052·1999, de 05.03.1999, faifa confirmado por la Excelenlisma Corte Suprema: 
·Considerando octavo :Que ana ando el precepto conslilucional referido en el motivo precedente, es preciso dejar claramente 
establecido que se trata de una isposición legal aplicable a cualquier au/oridad que ejerza jurisdicción, o sea, que debe cumplir 
funciones o ejercer atribuciones e afecten derechos de las personas y que por sentencia debemos entender, asimismo, cualquier 
resolución que una vez dictada a ecte derechos conslilucionales o legales. Además, cuando una au/oridad administrativa dicta una 
resolución que afecta derechos d una persona ejerce una función o un deber impuesto por la ley, y ese acto puede ser revisado. por 
los recursos legales peftinen/es, por la autoridad judicial sin que ello signifique un a/ropello a las facultades de esa autoridad 
adminislJaliva. Todo lo anterior n s lleva a concluir que la resolución administrativa que afecte derechos constitucionales o legales 
debe ser producto de un juicio p vio o un debido proceso, y que en caso conlJan'o esa resolución puede ser dejada sin efecto por la 
autoridad judicial como garante e la protección que la Carla Fundamental o la ley fe otorga al ciudadano. Y, por ultimo, las 
disposiciones legales del DL {If 094 son anteriores a la Constitución PoIitica de la Republica' 

16 



soliaiar.y rcc,ibir 'lsesolÍa lega!, inclllso a /rapés de ser!lldo plÍblico gra/llito de Jer aplicable 

y, de ser el ((ISO, radllcdól/ o in/e/pre/adólI, así COII/O asisteuda cOI/sillar, si com:spolldiere; 

ii) el! caso de de . sión de.gm·orable, debe /eller derecho a sOll/e/er Sil caso a re!!isiólI all/e la 

íllI/oJidíld co///pe 'JIte, presel/larse o hacerse represelltar allte ella para tal fiN,'y 1/i) la 

erel//lla! e:xPlllrió solo podfYÍ ¡felillarse tras /lila deásión f¡mdall/eJI/ada cOIlJor",e a la 11!}'y 

debidall/e/l/e /lo/i (fida': 

Párrafo 135: ( ... ) es posible cOl/siderar q1le eu el sistell/a iflteralllefica/lo esld reaJl/oddo 

el deret:ho de CIta IlIierper.ro/la ex/r(JI!lera,'y l/O solmllCl//e a los asilados o r'!fllgiados, a la 

1/0 dC/lOllláólI iN 'bida cllalldo Sil I,ida, integfidad y/ o libertad estéll C/I fiesgo de piolación, 

siJJ ¡",porlflr 511 ' 011110 legal o coJldirióllllligra/otia elJ el país C/I 1m se ellO/ell/re", 

Párrafo 136: •.. . ) B/l consemel!da, m(JIu/o 1m ex/rt1J!jero a/eg/te all/e mi Bs/ado 1(11 

rie.rgo e/l CtiJO de lel/Olllcióll, las t1Jlfofidades coNljJefeJl/es de ese Es/ado debertÍlI, al N/ellOS, 

elltre/llstar a la erSO/la'y realizpr /lila emluaciól/ prellia o pre!ti"iJlt1J~ a ejéc/os de 

de/erlllilwr si exi. te o flO ese fiesgo C/I raso de expulsiólI . . Esto implica respetar las gara/ltías 

lIJíllli¡la!i rifúida, COlIJO pfl11e de la debida opor/illlidad de ex palier las razol/es qlle lo 

tiJú/all eN colltra de Sil eXPlllriólI y, si se CONs/a/a ese fiesgo, 110 delmia ser de,,"e!/o a SI! 

paú de OfigCII o IIde exú/a el riesgo". 

f) Relatoría de 1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

En el Sistema lnt ramcricano, existe la Comisión Jnteramericana de Derechos 

Humanos (en adclant' CIDH), institución cuasi judicial constituida por 7 expertos 

independientes elegi os cada 4 años. La Comisión tiene funciones políticas }' 

judiciales. Las funcio es políticas se reAejan en la elaboración de informes, acciones 

de promoción y en la. distintas Relatorías que se generan. 

La C JDH, a través de la Relatoría sobre Derechos de los Migrantes, en el 2° 

1 n forme de Progreso del Relator Especial sobre los Trabajadores Migrantes, señala 

en su párrafo 99 Jet . b), c) y d) el derecho del extranjero de ser oído frente a un 

procedimiento de xpulsión, el derecho a la información, traducción e 

interpretación y el de 'eho a la representación legal Jetrada. 
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g) Observació General del Comité de Derechos Humanos. 

En el sistema U iversal de Derechos 1-1 umanos, existen Ó rganos creados en 

virtud de los Trat, dos de Derechos Humanos, que son comités de expertos 

independientes y q e vigilan la aplicación y cumplimiento de los tratados. Estos 

cOlnités publican su interpretación del contenido de los tratados, por ejemplo: sobre 

la base de Obsen ciones Generales sobre ciertas temáticas20• Las principales 

funciones de los c mités consisten en evaluar los informes qlle presentan los 

Es tados en relación al cumplimiento de las diversas obligaciones. La finalidad de la 

presentación de inD mes es muy importante, en efecto: "El proceso de presentación 

de informes debe' servir para alentar y facilitar, en el plano nacional, la 

participación p úbli a, el examen público de las políticas y los programas 

bttlbernamentales y compromiso constructivo con la sociedad civil en un entorno 

de cooperación y re peto mutuo, con el fin de p rogresar en el disfrute por todas las 

personas de los defe hos protegidos por el tratado pertinente"21. 

En este sentido, la Observación General N° 15 del Comité de Derechos 

Humanos, sobre la situación de los extranjeros con arreglo al Pacto In ternacional 

de Derechos Civiles y Políticos, establece los principios y garantías que permiten al 

acceso a la justicia el un plano de igualdad. 

En el ámbito inte no, cabe agregar, (¡lIe ha sido el propio 'T'ribunal Constitucional 

(¡lIien conocicnd sobre un rC(Iuc:.:nmicnto de inaplicabilidad por 

inconstitucionalidad de normas del D.L N° 1094 de 197522, invoca el Derecho 

JnrcrnacionaJ de los Derechos Humanos como limites frente a la discrecional.idad 

adminis tra tiva del stado, haciendo referencia a diversas obligaciones contraídas 

por el Estado Chil no en diversos instrumentos internacionales: Convcnción de 

Ginebra de 1951 so )fC el Estatuto de los Refugiados, el arc. 13 de la Dcclaración 

Universal de Derec1 os Humanos, el arto 12 del Pacto lnternacional de Derechos 

Civiles y Políticos, e art. 2.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

En el considerando -3° del fallo del Tribunal Constitucional, se señala: 

20 Ejemplos: el Comité ara la Eliminación de la Discriminación en contra de la mujer, el Comité 
para la prevención de a Tortura, el Comité para la protección de los derechos de todos los 
Trabajadores Migratori y de sus familias. 
21 Oficina del Allo Comisionado e las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. "Introducci6n y 11. /IfIlicaci6n de las normas de 
Derechos Humanos de las Nací es Unidas. Folleto informativo N" 301Rev. l. Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2012. página 
27. 
12 Tribunal Constitucional, Inge N" 2273-12·1NA. caso "Daniel Alerte". Se agega en su considerando 40": CONSIDERANDO 
CUADRAGÉSIMO: Que la inex' tencía de listiociones en la COOS~tuciÓll respecto de la ~lularidad de derechos fundamentales entre 
extranjeros y nacionales, stma al hecho de que la noona fundamental no dispone de r~s que habiliten la ¡xivación, a todo 
evento, del derecho de circulac' y residencia de los extranjeros en Chile, obliga a cambiar el modo de analizar estas compelencias. 
Por tanto, el punto de vista corr lo es suslitur la máxina ascrecionalidacl de orden público de la potestad adninistrativa de poIicia de 
seguridad del Minislerio dellnl , en malerias de extranjería, por un enfoque de derechos en el examen de los requisitos de irqeso 
y permanencia de un extranjero n el pais: 
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''Que las faml/ades rle! Minú/erio de! In/erior, seglÍlI ya vimos 110 sólo SOIl pre-colIS/illldonales 

silla qlfe /ambié" p 'e cOI//ieNdol/ales, reslIl/al/do Na/lira! iJmer/;r e! ordelJ de las obligaciones 

para ryils/ar es/a p /es/ad es/ric/ameJl/e al ar/ímlo 5 i"tiro .regulldo de la Com/i/uGoll. Por 

//11//0, t'slos fllribllf:i Jles q"ercidas disrreriolJabJJeIJ/e, seglÍll lo dispolJe el ar/ímlo 13 i"túO 1 0, 

del D.L 1\J0 1.09' , debe /flits/arse a kJ t:OlldicióN de derechos qm /ie/ie ,m ex/r/J/!Jero qJle ya 

illgresó legalme/i/e a pals y que SOlfeÓ los n:quúi/os i"iciales habili/all/es rOIl/emplados por e! 

legisladOl~ segúll lo úpolle la COlls/itmióJI. Hflj "Na d;'lI/!/lSiÓJI illida!.y propia de los ¡"!Jos 

migra/arios qJle se 

n:.flfel/o el paso y el 

vd1tce I!II escl!llaJio de froll/era y cOIl/roles administra/iros. Sin embmgo, 

Igreso a! pair, se impolle la lógica de la ill/egración, es/o es, el plallo de los 

deredJos de los migro lI/e.r a permallecer eJl el país. Es/a discrecz"olla/idad mt¿yor del k1ims/elio 

del JJllnior se iJll 'Clte .Y pasa, libara, a ser predolll¡}IIIIJ/e 111 óp/ita de los dem'l./oJ 

'pmdlllJlcJ//llles del e~ "/r/J/!J'ero, los males pmde// ser limitados fOIl/O lodo deredlo (.vlIS/i/lIcz"olla!, 

b/!jo los /esl propios e igualdad, proponioJlalidad y respeto a! lVII/el/ido esemial de los mismos, 

JeglÍll las regios tVIlS '/ltciollales geJlera!es" 

2. La Resoluci n Exenta N° 78/2017 del Sr. Intendente de la Ree:ión 

Metrollo1itar resulta ilee:al al no respetar las exie:encias de 

razonabilida nro_p_orcionalidad v fundamentación del acto 

administrati ° 

La Ley N° 19.8 O establece en el inciso 4° del artículo 41: "Las l'esolllciolles 

/VJI/eJldráll la decisiÓN, Ite será fUI/dada .. , J~ En este sentido, el acto administrativo de 

expulsión en el cas:) de marras a todas luces carece de una fundamentación 

adecuada, En efectc sólo se remite a describir en forma genérica las supuestas 

acciones que despl gó el extranjero en el territorio nacional: ceba sido detectado 

par/iripalldo eN dü;ersas di/lidades all/úú/élll¡"¡:as, al/eralldo el ordell sodal del país y tYJIIJ/i/I!J'I!IIda 

mil/lisl/lo 1m peligm p ra el Er/ado, cOJlfig1{rándose de es/a I/Ial/era la aJ/lsal de 

es/ablecida eIJ e! m1Í1.7 o 11 el1 relació" COII el m1imlo 15 N° 1 de! D.L'~ 

e~,,*II!siólI 

El acto 

expulsatono no ex lica en qué consisten las "(/{.1'-'Jidfldes fJJlüsislélllicflS" cjue el 

amparado habría St puestamente desplegado en Chile y como estas supuestas 

acciones alteraron 1 orden social del país, constituyendo un peligro para la 

se,guridad del Estado La R. E N° 78/2017 no explicita de manera detallada como se 

llegó a la decisión d expulsión, qué elementos objetivos o subjetivos se tuvÍeron 

presente para dictar el acto, careciendo de absoluta motivación. La mencionada 

resolución solament se limita a describir una conducta genérica que no permIte 

contradicción, al pre, cindir de elementos que permitan su comprensión y posterior 

defensa del mismo. omo es sabido, la exigencia de fundamentación resulta vital 

para poder ejercer el erecho a recurrir de la decisión adoptada, De lo contrario, no 

es posible entender ómo razona el Estado para imponer una sanción e interponer 

recursos efectivos q e intenten rever la decisión adoptada, En otras palabras, la 

Resolución Exenta l' ° 78/2017 de la Intendencia Metropolitana adolece claramente 
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de falta de fund mentación lo '1ue conVierte este acto administrativo en 

derechamente ilegal y, además, afecta de manera directa el derecho a la defensa. 

En relación a la roporcionalidad del acto, cabe tener presente la Observación 

General N° 27 s bre la situación de los extranjeros con arreglo al Pacto 

Internacional de erechos Civiles y Políticos, que en sus párrafos 14 y 15 

seíi.alan: 

" qlfe 1m II/edir, 'JS res/fidit)as debe!! ryilS/mJe al ptilldpio de propon:iolla/idarl,' debe!! ser 

adec/ladas para desell/peJ/ar SIl f"NcióN pro/eetora; (/¡:bw ser el ¡".r/mIl/CIlto I/lellOS 

perturbador de s 1lfe perll/i/(JII ((JIIseglfir el reslf/lado deseado, y debw glfardar proporción 

rOIl el ill!t:'¿s 1" debm protegene. El priNcipio de proponioJ/(/lidad del)e respetarse 110 solo eH 

la 19 qm: dpJ a Ia.r resttimolles sli/O tall/biéJl por 1m (/1I/otidtJ(les adll/illis/ra/iras y 

Jildiriale.r qlle la apliqlleJI. L..os Es/ados deben garaNtizar qlle lodo prot"Cdill/iento expliqlle 

las mZfJJles de /a aplit."(uióN de medidas res"irtil'(/s'~ 

En este sentido, I faltar una mínima descripción fáctica es imposible medir la su 

razonabilidad, fun amentación y proporcionalidad de la R. E N° 78/2017, En 

efec to, no se atr buye comportamiento alguno ,¡ue efectivamente tenga la 

potencialidad de alt rar el orden social )' poner en peligro la seguridad del Estado de 

Chile, sino que t n sólo sea alude a "participación en diversas actividades 

antisistémicas", N hay una descripción fáctica de dichas actividades, "hechos 

pOSItiVOS y concret s" '1ue permitan tal cual ha entendido la Excma. Corte Suprema 

en una sentenCIa re iente «sustent.1.r '1ue la permanencia en Chile del amparado seria 

contraria a los inre 'eses de Chile o constituiría un peligro para el Estado (Corte 

Suprema, Rol 7080· 017, Sentencia de 7 de marzo de 2017, considerando Sj. 

Por o tra parte) l eJerCICIO legítimo de facultad administrativa discrecional '1ue 

posee la Intendenc a de la Región Metropolitana, en relación a la expulsión de 

extranjeros tirulare de un permiso de turismo) exige) además del respeto a los 

derechos de las per ·onas. la necesaria razonabilidad en la decisión de la autoridad. 

De no cumplir ce n estas exigencias, el acto entonces resulta absolutamente 

arbitrario.2; 

13 El articulo 17 del Decreto le 1.094 consa!JCIla facultad de la autoridad aaninistrawa para disponer la expulsión del pais de los 
ciudadanos extranjeros que ireu n, enlre olros, en los supuestos del articulo 15 N" 1 del mismo cuerpo noonawo. Tratándose de una 
facultad que se ejerce basada e conceptos juridicos indeterminados, se hace necesario que la autoridad al dotar de contenido a tales 

ec los efectúe una ión de la vedad de la conducta ue se im uta como de las circunstareias rodearon su 
comisión la ue debe relacion e ademas con la actual s~uación nal farriliar el arrai del ciudadaoo afectado en el 1s. De 
no efecluarse lal evaluación eoecienle a la molivación del acto adninislraJivo esle contravencta el 'nci io de razonabilidad. Que 
en la base de todo concepto jll' iodeterminaOO exisle una imprecisión. Pero el hecho de que la ley al crear un nuevo concepto 
juridico indeterminaoo no establ con p-ecisión el ambito de aJ*cación concreto de la noma, no pennile entender o establecer que 
estamos frente a un caso de habiitación disaecional la A<tninistración, (Rubén Saaved'a Femandez, óscrecionalidad 
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Así, es tamos en ma situación idéntica a la que se da po r establecida en la 

sentencia va referid, de la Excma. Corte Suprema: ''la resollldóJI II"e mo/ira el remrso, 

(arete de IlIo/i/.'a/71íll ¡d tita, /rtm.ljOmllllldo el arlo admil/is/m/ú'o, el/ /11/0 mem rljirmadóJI de 

r//l/oridad, si" respaldo J sin dar al rifedado posibilidad algllllfl de :le/rer SIlS defellJas, lo qlfe 

re.wl/a ¡nacep/able en el alqllier aC/llariólI de la Admi"ú/mrió" PlÍblita" (Corte Suprema, Rol 

7080-2017) sentencia de 7 de marzo de 2017) considerando 6°). 

3. La Resoluci n Exenta N° 78/2017 del Sr. Intendente de la Región 

Metropolitar a resulta ilegal al no reservar los_ recursos iudiciales Que 

nenniten asburar el derecho a un recurso efectivo 

La Ley N° 19.8 O establece en el inciso 4° del artículo 41: "L."as resoll/dolles 

(()lIhmdrdllla deasiól/, r. le .uní jillldada. E;.;,pre.JfJrtÍlI, ademrir, los recllrsos !file ell eOIl/ra la misil/a 

j>roredtlll, órgaJlo (/{Imil s/m/¡I'() o jildiGal al//e el qlle !JI/biera de preJeJlltlrJt! y plazoJ para JII 

iJ/lt'lpoJit7oJl'~ Sin em argo, la R.E N° 78/2017 solo reserva la posibilidad de ejercer 

los recursos adminis rativos de reposición y jerárquicos establecidos en el art. S9 de 

la ley 19.880, sin hac r referencia alguna a la posibilidad de inwrponer en contra del 

acto de expulsión u a acción constitucional de amparo, que acompañado de una 

o ruen de no innova hubiese suspendido la ejecución del acto que se impugna. Sin 

lugar a dudas, esta (eficiencia del acto administrativo resulta del todo vulnerad ora 

dd derecho al conta con un recurso efectivo e incumple el mandato legal contenido 

en el articulo 41 inci p 4° de la Ley N° 19.880. 

Además, la referid omisión vulnera el articulo 7,6 de la Convención Americana 

sobre Derechos H~manos, que señala c¡ue 'Toda per.roNa plilJada de liba/mi lime 

deredJo t I re/.1l17ir t/llle / I Jilez o /riblll/al/.vJlJpell!llle, a filJ de q/{e es/e deáda, JiJl deJlJora, sobre la 

legalidad de Sil fJlTeJ/O o WeleJ/{iól/ y ordel/e .f11liber/ad Ji el arres/o o dl!lemióJI fllertlll ilegales, . . ': 

En es te mismo se. tido razonó la Corte IDH en el Caso VéIez Loor vs, Panamá 

en su sentencia de ~ de noviembre de 2010, caso referente a la expulsión de un 

migran te, agregando fue no basta c¡ue el recurso exista sólo de manera formal en el 

ordenamiento intcrnp, sino que es fundamental (¡ue este recurso sea efectivo. Lo 

anterio r, en los sigui rHeS términos: 

"Párrafo 107. 4 diferel/cia del COllllellio ElIropeo p(/m Irl Pro/eaiólI de los DeredJoJ 

I-IlIIlIallos'y de la. Liber/ades FlIl/dallleN/aleJ, la COJllJelláólI A Jlwica/1(I 110 es/ablea: /lIIa 

ActTlinistrativa, legal Publishing C ile, 20 11 , p. 157)." (Cate Suprema, considecaOOo 4', Rol N" 17.132·2014. de fecha 10 de julio de 
2014). 
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lilJli/adó" a! ejeni, '0 de la garalllía eslabledda eJl e! arlú.,¡/o 7.5 de la COJl/Jem#" m base a 

las ((/IISfJJ o t;iroll slalldas por las que la persoNa es relenida o deteJÚda. Por lo Imllo, eJl 

{,ir/lid de! pnilCl"pl pro persoJla, es/a garaJl/Ía debe ser sa/iifedJa sielJlpre que c·,;,·i.s/a /lila 

re/e"áó" o /lila de eJltió" de /lila pefJOlllJ II ((IIISll de SlI si/l/mió" llJigra/ofia, cO/forlJle a los 

prilla"pios de co1I1 '01 jlfdiáal e iNlJlediación procesal. Para qlle comli!llja 1/11 lJerdadero 

lIIecrJIIlrlllo de COII ro! frel!le a de/maolles ;te gales ° arbilrarias, la misiólI jlfdicia! debe 

realizat:re si" deJIJ ra y el! jomla /al que garaN/ice el ClIIJ¡pbi1Jiel!IO de la Iry y e! goce qedi/JO 

de los derechos del e/ellido, 10llJaJldo m mm/a la espedal 1!/IllIerabilidad de aqlléL De ig/lal 

forllla, e! Gmpo ~ , Trabr!Jo de N(J(.iolles U"idas sobre la De/ellciólI A,iJilrmia es/ableció 

1"e 'L/Jodo [. . . ] 'NlJligrrlllle retellido deberá cOlllparecer maN/O all/es all/e /111 j/lez 11 o/m 

a/l/Ofidad'~ 

Párrafo 126. E ar/íC/tlo 7.6 de !tJ ComJelltióJI es daro al dispoller qm la (}Irlondad 1ffe 

debe deddir la leg idad del ''an-e,r/o o detellriólI" debe ser ')mjuez o /n'b",!(¡1': COII ello la 

COJl/Jem.iólI esld fi ¡gllardm/{/o 111e ef colllro! de la p,ivaciólI de la liberlad debe seljifdiáaL 

Dado qm eH esle aJo la de/mfióJI file ordeJlada por 1fl/a aH/ondad adlJliJlislra/tú¡ e! 12 de 

JlOI'ielJlbre de 200 , elliilJlfl/a! eslill/a qlfe la relJlsiólI por parle de /fJl jilez o Iri/JffNal e.r 1111 

l-eqIllSi/o jillfdalllella! para garal//iif1r /111 ar!emado conlro! y escml1i,;o de los ac/os de la 

adlJl;lIis/raaó" qm r.ifec/all derechos jflldall/mlales. 

Párrafo 129. /" reJpedo, la jiflispmdellcia de es/e Jiibl/llal ya ha l'!folido 1lfe eS/OJ 

1-e1.7Irsos 110 solo de JCI1 ext"s/irlomlal)JJeJlle ell la !egislaáóJI JÚIO qm debm ser qec/i/JOs, es/o 

es, /.7Illlpl;r mil el /¿je/il'o de ob/em:r .rill dellJora ulla rlecirióN Jobre la legalidad del fJfTes/O o 

de la ddena"óJI. 

Párrafo 139. El difilli!if!(J, la solrJ exisleJla"a de los remrsos 110 es sltjitieJl/e si l/O .le pmeba 

Sil ifec/ilidad. En '.l/e CaJO, el Es/ado 110 ba demos/rado cómo eN laJ a"rClfII.l/aJlciaJ coNcrelaJ 

eJl q1fe se desaf7vl/. la delmcióll del.reJ!or Vélez Loor m la Cárcel Pública de La PalllJa ell 

pi Dnritf¡l, es/os re .-¡II'SOS emll iferli/JOs, /ellieJldo m O/m/a el berbo de ql/e em Ifllr' pnJoJ/f/ 

ex/nuyá'tJ ddellirl q1fe JlO COI/Ió mil flJúleJla"a legal y sill el cOlloa"m;w!o de las penol/m o 

;lIJli/llaol/es 1lfe or/tiall !Jabá:rela propora"ollar/o. Por ello, el T riblfl/fJI ml/sidera qlle el 

Eslado Pioló el al' ímlo 7.6 de la COIllJmdólI, el! relació" COII el ar/Ímlo 1. 1 de la IIIÚllJa, 

dado que 110 garfJJ i;;¡j q1fe el sellor V élez Loor pJldiera r¡jercer los remr.w.l dirpollibles pam 

meJ/;ollar la legali ad de Slt ddel/(.iólI'~ 

Además, la. Corte OH ha sostenido que {b salvagllarda de la per.wl/a jrell/e al t!jenúio 

(1IiJürario del porler plÍb 'co eJ el oijelil/o pnillordial rle la proleaiólI iulemacioNa! de los derechos 

!JIfIIJaI/OJ. E" es/e smlid , la iJlex'Ú/e"a"a de reaf1JOS iJllemo.l ifec/it/os (oloca a la l'Ídima ell es/ado 

de ;lldf!!ellJiólI. El orl mIo 25.1 de lo ComJel/tiólI ha es/abletido, w /érmillos alllplios, la 

obligacióN a cargo de los Es/ados de o/recer, a /odaJ las per.rollas some/idm a Sil jioúdiaióN, 1111 
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reclfrso jlldida! iferlj¿, con/m ac/os J.iokl/Ofios de SIlS den:t!Jos !1II11/rJlllt:JI/a!e.r. Dispolle, adelllás, 

qlle la gartJII/ítl ti/Ji "OIJSagrada se aplira 110 sólo IlSper/o de los dererhos eOIl/midos m la 

COIll/e/U-ióJJ, siJJO ItIlllb ¿JI de aqll¿IJos qm es/iJJ rerolloddos por la Com/i/lldtill o por la Iry'2-t, 

En la misma Iín 'a, también la Corte lDH ha defendido (Iue "para que el Es/ado 

(lllIIpla rol/ lo dispm:,r/ eJI ef citado tlr//mlo 110 basta mil que los rmmos exis/all forllla/lllm/e, siNO 

qm: los misllloJ debell el/(:r eftc/iJlidad, es decir, debe Im'lIIlar.re a la penol/a /a pOJibilidad real de 

ill/f'I'jJolIl'r I/J} reCII1JO r. le sea selJ(illo y rápido, mios térlllillos rle! mllmlo 25 de la COJl/:ellliÓII "25 

4. E.L..proced¡ ¡ento de e' ecución del acto de ex ulsión or arte de 

P Ji ia de nvesti aciones de Chile resulta He al or el hecho de 

haberse ciccutado el acto de cxpulsión_p_<mdiente el . niazo n a ra la 

intcmosición_ de los recursos administrativos contenidos en el arto 59 

de la Lev 19 880 

I,a Policía de In 'cstigacioncs de Chile ejecuta el acto de expulsión no obstante 

estar pendiente el p %0 de interposición de los recursos de reposición o jerárguicos 

establecidos en el ar ículo 59 de la Ley 19.880, recursos administrativos gue la propia 

ltl ': N° 78/2017 r 'serva al amparado) vulnernndose expresamente el derecho a 

contar con recursos que otorguen un cfecto suspensivo respecto a la ejecución de 

una expulsión, 

En efecto, la O inión Consultiva N° 21, sobre Derechos y Garantías de Niñas 

y Niños en el Conte oto de Migración y/o en Necesidad de Protección In ternacional, 

consagra expresame te gue el debido proceso en procedimientos de expulsión debe 

contar con recursos gue tengan un efecto suspensivo respecto de la ejecución dc la 

expulsión. Dc lo c nleario) se afecta el derecho al recurso, ya gue ejecutar una 

expulsión tiene efe tos irremediables respecto del extranjero, pues no es posible 

volver a atrás cuanep el extranjero sc encuentra a miles de kilómetros de distancia. 

Sin perjuicio de lo .¡nterior, la administración podría suspender la ejecución de una 

expulsión sin expres ón de causa, en vi rrud de lo dispuesto en el inciso 3 del arto 84 

de la Ley de Extral ¡cría) gue señala: '1-AS llIedidas de eXPllüión podrán ser relJOcfJdfJs o 

JII,ifJelldit/a.r /eIllPom/¡J nle e1/ ClffJ/qllier 1lI00J/wlo '~ En este sentido, interpretando la 

disposición con unatperspectiva de derechos, la administración debería suspender de 

o fici o la ejeclIció del acto de expulsión, cuando se presentan recursos 

administrativos en c ntra de estas sanciones, 

2~ Caso del Tribunal Constitucio al Vs. Pen:.. Fondo, Reparaciones y Costas. Senlencia de 31 de enero de 2001 . Serie C No. 71. 

jI$ Cfr. Caso Bamaca Ve.lasqu • supra nola 4, parro 191; Caso Cesli HlI1ado. Sentencia de 29 de septiEmbre de 1999. Serie e No. 
56,pán". 125:yCaso Paniagua olrm, supa nola 46. parr. 164. 
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Sin lugar a dudas, el actuar de la Policía de Investigaciones de Chile, en o rden a 

ejecutar una sanción de expulsión, no obstante encontrarse pendiente el plazo de 

interposición de los ecursos administrativos que se le reservan al amparado en la 

R.E N° 78/2017, constituye una infracción flagrante al derecho a contar con un 

recurso efectivo frent ' a la ejecución de un ac to de expulsión. 

Por o tra parte, o se respeta el derecho a la información sobre aSIstenCia 

consular, en el sent do que los extranjeros que se encuentran en este tipo de 

situaciones, deben ,er informados sin demora de su derecho a recurrir a la 

protección y asistenc a de las autoridades consulares O dip lomáticas al momento de 

la notificación de la expulsión. Lo anterior, de conformidad a 10 señalado en la 

Opinión Consultiv N ° 16/99 de la Corte IDH, sobre el Derecho a la Información 

sobre Asistencia Con 'ular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso, 

Además, el proce er de la Policía de Investigaciones de Chile no respetó el 

p rocedimiento establ 'cido en el artículo 90 de la Ley de Extranjería, al no consultar 

al amparado si ínter ondria recursos judiciales o administrativos en contra de la 

expulsión y al no res etar el plazo de 24 horas para ejecutar una expulsión, una vez 

que el acto administrativo se encuentre firme. En el presente caso, se ejecutó la 

expulsión no encont ' odose firme la orden de expulsión. 

5. Sobre la exis ncia de una medidfl elp nrnhihición de in(7reso v la actual 

restricción d la libertad ambulatorifl del flmnarado al no noder 

re"<psar a r.h le 

El Sr. Intendente e la Región Metropolitana, al es tablecer que las actividades que 

desplegó el amparado en Chile, configuran la causal establecida en el artículo 15 N° 1 

del D.L N° 1094 de 975, estableció la existencia de un impedimento de ingreso al 

territorio n~cionlll, en e fecto la norma señala: 

ArtÍCulo 15. '~ , nmhíbe el illfJn!.m al nI/ir de IOJ J;fJ!I;el/II'J exlméemJ: 1.- L.os qlfe 

propague/! o fomel/ell de po/abra o por eS/.1i/o o por malql/;er o/ro medio, dae/lillas qlfe 

/;elldal! a des/mil' al/emr por la !.'iolellda, elordcJI sodal del pair o Sil sistema de gobiemo, 

los qlfe es/éll s;1II1 ,Ylllos o /ellga" repll/adóN dc ser agi/(ldores o m:/;llis/tJJ de la/es dodliJlflS 

.Y, ell gCl/eral, los /le Ijjemlell hechos qm las ft!J1es (,-!JilellaJ ((JlifiqlleJl de delito colllra la 

scglln·dad e~\.ierio/~ a soberaJlía /laaolla!, la segllridad ;/lIe,ior o el ordeJI plÍblil'O del país y 

los quc real;(eJl f1( os t'O/llrmios a los ill/ereses de Ch;le o l'OIlS/til!yall 1111 peligro para el 

Es/ado" 
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Por o tra parte, e artículo 16 O .L N° 1094 de 1975, señala: <1-LJJ prohibidolleJ de eJ/e 

f/11ímlo y del fJIIlen'or, ',"tÍ1! aplkadas por 1m alllolidades JeíialadtLr eJI elar/Ímlo 10 de eJ/e deo"C/o 

IC]'~ A su vez, el a tículo 10 del D.L N° 1094 de 1975, ind ica: <~:on"e.rpol!derá a la 

Direrdó" GeJleml de IIl/JeJ/igtll-ioJleJ coNlrolar el iJlgmo y Jalida de 10J ex/rmy'rroJ y el 

liflllplilllim/o de Ia.r obL gllciollCJ que es/e decrelo 19 illlpOIlt'~ 

I:':n es te sen tido el amparado se encuentra impedido de retornar al terntono 

nacional, ya clue I 

con figurándose de 

entendida como Iib 

s funcionarios contralores de frontera le impedirán ingreso, 

ta manera un afectación ilegal )' arbitraria a su libertad personal 

tad ambulato ria. 

6. Reiteración de expulsiones SIn fundamento y vulnerando el debido 

proceso po parte de la Intendencia de la Región Metropolitana. 

L'l lntendencia e la Región Metropolitana mediantc la resolución que motiva el 

presente recurso, a expulsar por razones al parecer políticas al amparado de es ta 

presentación, lo ha e carente de motivación fáctica, transfo rmando el referido acto 

administrativo men ionado, en una mera afirmación de auto ridad, sin respaldo)' sin 

dar al afectado posi ilidad alguna de ejercer sus de fensas, lo que resulta inacep table 

en cualc¡uier acttlaci ' n de la Administración Pública. 

Los Protocolos no se adecúan a los es tándares internacionales de derechos 

humanos ni a la )')' así además se la resuel to po r la Jurisprudencia de los 

'1 'ribunales Superio r 's dc J usticia. 

Así la Corte Su rema ha dispuesto lo slgll1entc (Amparo causa Ro l N° 7080-

2017, de 7 de marz de 2017): 

"-JO Qlle es/Obh ito JOl/lerOlllm/e el lIIarro fríe/ira y 1J0rlllfJlir:o 'lile jilJldó la JlJedida, eJ 

courmienle desla '(JI' qlle las alribllliollt!J 'lile de/eu/all IOJ Ó/gfJJ/OS de 1/1 Af¡'mi,islmdó" del 

EJ/ado JOI! t'Ollfe idas por la Iry eII fimciólI direda de la fiNalidad 11 0o/elo del Jen1¡70 plÍblko 

de qlle .rl! lrale. El f!iercicio legílimo de tS/ar aln·'lIfdoIJIfJ exige, admltÍJ de! res pe/o {/ 10J 

derechos de 1m p SOllaJ, !lila l1eCeJlI17a razollabtlidad 1:,,111 deciJió" de la fllflolidad. 

5° Que a!elltlieJllo a eS/OJ cOllceploJ y para lo que ba de reJoft/crsl!, eJ IllfflleJ/er flswlar q/l l: el 

JI/forllle Po¡;cia! N° 476 qlle Jime de fl/l/ecedell fl: fJ ItI resol/(tióll ream ida y la propia 

Resolmió" /]xe la N° 77/201 7, Ji bien rejienm la pm1icipat7ólJ del amparado eN 

''r/(,1i1,;d"rJeJ (111/ rislélllimJ': mrewI de 11110 dewiptióll Jrh1i((J de la (,'Omlllc/a 'lile Je le 

flllib'!ye, t'Ollsis/e Ile eJl hechoJ pOJilil'OS y oijeli¡:os tVllcn:IOJ, que perlllila/l sl/s/mla" qm: la 

pemltJIICllt7a en 'hile del amparado seda CON/rano ti 10J illlt!reseJ de Cbile o rOlJJli/lliria I/JI 

pelig,. para el E lado. 
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6° Qlle CII el es 'l/mio descdlo, resulla que la resoludól/ qlle llIolilla el reClIno, carece de 

molitJaciól/ fádi¡:" lrall.ljórmal/do el ado admimslraliflo, eu /lIIa llIera afirmación de 

allloridad, sill res aMo y .rin dar al ajedado po.ribilidad algllna de ,!/en:er .fIIS difen.ra.r, lo qm 

res1l1la il/aceplabJ. eIJ l7Ialquier adllatiólJ de la AdIJJillislratiólI PlÍblirtl. 

7° Qlfe por las zones explictiadas, la resol1lcióJI ti¡ljJ/tgJlada es ilegal y reslllla, además, 

arbilrrmo de mo o que COII su prollllllciamieu/o se ba cOJlCllkado la libef1ad personal del 

amparado. " 

En el mismo sent do se ha pronunciado la Corte de Apelaciones de Antofagasta 

en el caso por un a lparo por 3 expulsados políticos peruanos en la causa Rol N° 

84-2017, de fecha 1 de abril de 2017, confirmada por la Corte Suprema en la causa 

Rol 16.616-2017, se rencia de fecha 3 de mayo del presente año. 

11. MEDID S SOLICITADAS POR EL INSTITUTO NACIONAL 

DE DE ECHOS HUMANOS EN EL PRESENTE RECURSO 

DEAMP RO 

A juicio de esta rte recurrente existe una necesidad imperiosa que la presente 

acción sea un recurs( efectivo para asegurar el pleno goce del derecho del afectado. 

Cuando una insti ción del Estado se aparta de la estncta observancia de los 

derechos humanos; . em siempre el Poder] udicial el primer garante de los derechos 

de las personas, te ¡endo como deber el acruar eficazmente para remediar la 

violación, reparar a las víctimas y decretar medidas de protección para la no 

ocurrencia de nueva vulneraciones. 

La forma en qu los(as) ciudadanos(as) pueden acctOnar los mecamsmos de 

protección, es riptC mente a través de las acciones judiciales disponibles. Sin 

embargo, cuando extste privación, perrurbación o amenaza de derechos 

fundamentaJes está disponibles las acciones constitucionales reguladas en los 

artículos 20 y 21 de L Constitución Política de la República de Chile. 

La naruraleza y objetivos de dichas aCCtones constitucionales, de capital 

tmportancia en un, sociedad democrática, se reflejan principalmente en una 

prescripción de la e nvención Americana sobre Derechos Humanos, el artículo 

2i1, que establece lo siguiente: 

"Toda persol/a /ie le dere¡:bo 11 1111 reCllrso seNdllo y ráPido ° a ClIalq/áer o/ro reCllrso ifee/ipo 

O/l/e los ji/el:es o I z'b/males tompeleJl/es, que la ampare coll/ra ae/os que violeN SIlS derechos 
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jimdollJCJ/lolcs rt . lIocidos por la COlIsIÜ"cióll, Itl 1t!.J o la presCJ/lc COJll'clldóJI, 011/1 C/lflJldo 

lal /'¡olanóll sea ollJe/ida por personas qlle acllÍeI/ eII tjmido de SIIS jimdoJles tljidalel'. 

Los Es tados, y e pecialmente la práctica del Poder Judicial en el tratamiento de 

los recursos, deben dotar a los recursos que cautelan derechos humanos (como la 

acción en cuestión) e ciertos requisitos imprescindibles de acuerdo a la Convención 

Americana sobre erechos Humanos, norma de rango constitucional en base al 

artículo 5 inciso scg ndo de nuestra Carta Fundamental. 

Así, el recurso d be ser sencillo, rápido, y sobre todo, eficaz26. Si bien el texto 

normativo explicir, los dos primeros requisitos, el tercero (efectividad) es un 

elemento igualment' presente en la jurisprudencia unifonne de la Corte IDH27. 

Po r todo lo ante ·or, la declaración de que se violaron derechos por una conducta 

ilegal y arbitraria una obligación explícita y directa para que un recurso sea 

efectivo. La cfecti\ ¡dad de un recurso además, depende que pueda producir el 

resultado para el qu ha sido concebido, entre otros factores. 

Es por esto, que nte una privación, perturbación y amenaza clara de los derechos 

constitucionales se alados anteriormente, el lNDI-I considera que la Corte debet;a 

declarar la ilegalida y arbitrariedad de la medida de cxplusión decretada por el 

Ministro dc1lnterio en contra del amparado, oficiar a la Policía de Investigaciones a 

fin de que sus proc imientas se atañan estrictamente a las normas establecidas en la 

ley, la Constin¡ción y los tratados internacionales de derechos humanos vigente en 

Chile y adoptar toc o tra medida tendiente a restablecer el imperio del derecho y 

asegurar la tutela de las persona vulnerada. 

PORTAN O, 

De acuerdo, lo dispuesto po r el artículo 21 de la Constitución Política de la 

República y el Aut Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre tramitación del 

Recurso de Ampar más las normas constitucionales, de tratados internacionales de 

derechos humanos) legales ya citadas; 

PIDO A. U.S. IL MA, se sirva acoger a tramitación el Recurso de Amparo en 

contra del Intenden e de la Región Metropolitana Sr. Claudio Orrego LarraÍn y en 

;>e CIT. MEOINA. Ceti[a. Conve ión Americana: Teaia y Jtrisprudencia. 2003. Pág. 370 Y ss. 

1/ Ver. pe.- ejemplo. Corte IDH. aso Suarez Rasero Vs. Ecuacb. Fonm. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie e No. 35. 
parr. 66. 
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contra el Directo Nacional de Investigaciones de Chile, Sr. I-Iéctor Espinoza 

Valen zuela, ambo. ya individualizados, por vulnerar la libertad personal del 

amparado, solicita ldo se acoja la presente acción constitucio nal de amparo, 

declarando la Vtl\¡ eración de los derechos constitucionales consignados en el 

numeral 7 del arde lo 19 de la Constitución Política y, en particular, se resuelva lo 

sIgUIente: 

a) Se declare t ilegalidad ), arbitrariedad de la Resolución Exenta N° 78/2017 

del Sr. Intendente e la Región Metropolitana y se la deje sin efecto. 

b) Se declare 

Investigaciones de 

Intendente de la R 

ilegalidad y arbitrariedad de la acnlación de la Policía de 

Chile al ejecutar la Resolución Exenta N° 78/2017 del Sr. 

·ón Metropolitana. 

c) Se declaren infringido el derecho constitucional a la libertad personal, 

consagrado en el ar ículo 19 N° 7 de la Constitución Política de la República. 

d) Se le o rden a Policía de Investigaciones de Chile, no impedir el ingreso al 

territorio nacional cI amparado, al no configurarse a su respecto el impedimento de 

in,b}"[eso del articulo 15 N°1 del O.L N° 1094, de 1975. 

Q Que, como Ollsecuellcta de 10 antenor, se adopte todo tipo de medidas 

dirigidas a restable er el imperio del Derecho y asegurar la nacla de todos los 

derechos fundamef tales violados, poniendo fin a los actos arbitrarios e ilegales 

descritos con anrc1 ción. Se impartan instrucciones a la Intendencia de la Regió n 

rvletropolitana y a a Policía de Inves tigaciones, a fin de que sus protocolos de 

actuación se adecu n a lo establecido en las leyes, en la Constitllción Política del 

I--:stado y en los 'r , tados In ternacionales en particular a lo referente al D erecho 

Migratorio y al resp 'to del debido proceso. 

g) Se o rdene a Policía de Investigaciones que instruya los sumanos tnternos 

respectIvos que pe itan dilucidar las responsabilidades administrativas involucradas 

y adoptar las medi as necesarias para impedir que se repttan actos gue tmporten 

atentados a la libert, d personal. 

h) Se ordene a h Policía de Investigaciones adoptar las medidas de formación y 

capaci tación en lo r rerente al Derecho Migratorio, a fin de impedir que se vuelvan a 

cometer vulneracio es de derechos como las del presente caso. 
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PRIMER OTRO Í: Solicito a 5.5.1. tener por acompañados los sIguIentes 

documentos: 

a) Copia simp! de la Sesión Constitutiva del Consejo del Instituto Nacional de 

Derechos Humano, c¡ue con fecha 30 de julio de 2010, tuvo por objeto constituir 

formalmente al Co sejo del INDH. 

b) Copia simpl de la Sesión del Consejo del Instituto Nacional de Derechos 

Humanos, <Iue ca fecha 01 de agosto de 2016, nombró como Director a don 

13ranislav Marelic R >kov. 

c) Copia simpl de la Resolución Exenta N° 78, de 19 de enero de 2017, de la 

Intendencia de la R gión Metropolitana. 

SEGUNDO OTR SI: Solicito a S.S. I. solicitar informe de los hechos denunciados 

a las siguientes 111sti ciones y para los fines <¡ue se indican en cada caso: 

1) A la Policía de Investigaciones de Chile, a fin de quc info rme respecto al 

procedimiento de ej cución del acto de expulsión, la existencia de impedimentos de 

ingreso que afecten 1 amparado y entregue copia del Parte Policial N° 475, de 19 de 

enero de 2017, el Departamento de Policía Internacional de Policía de 

Inves tigaciones de hile. 

2) A la Intendenci de la Región Metropolitana, a fin de que info rme }' entregue 

toda la información ¡ue mantiene en su poder respecto a la situación del amparado. 

TERCER OTRO Í: Solicito a S.S.l. tener presente que el articulo 2° de la Ley N° 

200405, que crca el Instituto Nacional de Derechos Humanos, dispone que "Bl 

/lIsli/II/0 /ieJ/e por ol!je la proJJJoáólI y pro/en.ió" rle los rlen:dJoJ hlllJlallOS rle IIIS per.wJ/(/s qlfe 

habitell m el /enilOlio te Chile, es/ableárlos m IIIS J/Of"llltJJ cOJ/Sli/mioJ/(/lesy legales; m los Im/(/dos 

iJ//emaciol/ales slfSfn"los y mlific(/rlos por Chile y qlfe se el/mmlmll I,igellles, así CO!l!O los e!l!(Jl/ados 

rle los pn"JI(ipios gwem s riel rlen:cho, reconocidos por 1(/ cOlIlIIl/irlarl inlem(/nol/fll'. Para cumplir 

con este objetivo, el INDH tendrá, entre otras facultades, las siguientes señaladas en 

el articulo 3° de la le ': 

. Comunicar al bierno }' a los distintos ó rganos del Estado que estime 

convenientes, su inión respecto de las siruaciones relativas a los derechos 

humanos que ocurra en cualquier parte del país; y, 
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Promover que las pract1cas nacionales se armontcen con los tratado!' 

internacionales de ierechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren 

vigentes, a fin que s 1 aplicación sea efectiva; 

- Asimismo según lo estipulado en el Articulo 3° N° 5.- Le corresponderá 

especialmente alTns ¡tuto: 

Deducir aCCiones cgalcs ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su 

competencia. En cj rcicio de esta atribución, además de deducir querella respecto de 

hechos que revistal carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de 

guerra, tortura, des, arición forzada de personas, tráfico ilicito de migran tes o trata 

de personas, podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados 

respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su 

competencIa. 

Por lo tanto, la le 'timación activa para comparecer en calidad de Ituervtntcnte, 

está dada por la ley 0.405 que crea el ] nstituto Nacional de Derechos f-] umanos que 

tiene por objeto la romoción y protección de los Derechos Humanos, )' que en su 

artículo 3 N° .5 la (, uha para interponer recursos de protección en el ámbiro de su 

competencia. 

CUARTO OTRO Í: Sírvase S.S.l. tener presente que mi parte propone que todas 

las resoluciones jud ciales, actuaciones y diligencias le sean notificadas vía correo 

electró nico a las cas Has de correo electrónico de aaguirre@indh.cl , pri\·cra@indh.cl, 

11l13nls@indh .cl r n )lj(jcacio ncs@indh.c1, por ser ésta suficientemente eficaz y no 

causar indefensión. 

QUINTO OTRO Í : Ruego a USo II:IMA., Se sirva tener presente que designo 

como abogado/a p¡ (rocinante y confiero poder parn representarme en esta causa a 

los/as profesional(e ) del Insti tuto Nacional de Derechos Humanos (INDH),/"~ .. 

., ALEXIS AGUIRR FONSECA, cédula nacional de identidad N° 13.252.884-_"",,-"-1:Y 

todos con domicili) en calle Eliodoro Yañez N°832, comuna de Providencia, 

confiriéndole expres mente y mediante este acto, todas las facultades de actuación 

establecidas en el ar 'culo r del Código de Procedimiento Civil, las cuales se tienen 

0 ,1.. 
'0 
·0 

" 
u 

"O '"' 
por reproducidas pa a todos los efectos legales, y suscribe el presente libelo en señal 

- ~ O ~: 

!:! u 
'c v ~ .. de aceptación del m ndato judicial otorgado. Para efectos de acreditar la calidad de; 

abo!,rados, solicitam s se tenga presente lo contenido en el Autoacordado AD 7541 :
1 

.~ '~I 
2008, decretado por a Excma. Corte Su rema con fecha 08 de agosto de 2008. L ___ :_ (I') -.... 

IO,,~L DE DERECItO 
"."G ~ ?-

,,0 DIRECTOR C-
" 3D 
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P.\TRICIO ZAL01VAR 
NOTAR:O PUBLICO 

Rep. N"111 8 / 2 010 . -

Q . T.: 290 .. 15 

SESiÓN CONSTITUTIVA 

INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

En Sanliago de <1 treinla de Julio de dos mll diez. anl~ mi. MARIA LORETO 

ZALDIVAR abogado, domiclliada en Bandera número trEscientos 

clJarenta y uno, ochocientos cincuenta y siete , Notario Suplente de don 

Pa tricio Zaldivar titular de la Décimo Octava Notarla de Santiago. 

segun Decrelo de fecha seis de Julio de dos mi! dIez. protocolizado con 

fecha nueve de del mismo año, bajo el Repertorio numero diez mil ochenta y 

uno I dos mil. , comparecen: don Luis Edgardo Hermosilla Osario, chileno, 

divorciado. nacional de identidad númelO seIs millones trescientos setenta 

y cinco mil veintiséiS guión dos. domiCiliado en Avenida El Bosque 

Norte N(tnHHO cuatrocienlos cuarenta oficina novecientos uno. Las Condes, y 

expone: Que facul tado viene en reducir a escritura pUblica la 

"SESiÓN CONSEJO DEL INSTITUTO NACIONAL DE 

DERECHOS HU~AINO'S ' cuyo texto es del siguiente tenor' -En Sanllago de 

de dos mil diez. ante mi. doña Maria Loreto Zaldivar Gmss. 

Notario Suplente Patncio Za ldivat Mackenna . siendo las quince treinta 

horas. en la Nacional ubicada en Avenida Libertador Bernardo 

O'Higgins seiscientos cincuenta y uno, Santiago, se reu nió el Consejo del 

Instituto NaCional Derechos Humanos de conformidad a lo establecido en el 

ley numero veinte mil cuatrocientos cinco, con el objeto y en 

los términos continuación se seMlan: PRIMERO. · OBJETO DE LA 

SESION. La p""lmle sesión ordmaria tiene por objeto constituir formalmente e l 

Consejo a quien I InstitUIO y elegir un/a 

DirectorIa del c,)~s,eí') I~:W 



SEGUNDO .• C L1DAD DE CONSEJEROS. la calidad de Consejeros del Instituto 

Nacional de De echos Humanos se acredita con la exhibición del Diario Oficial de 

fecha dos de J lic de dos mil diez donde aparece publicado el Decreto Supremo 

número sesent del Ministerio Secretaria General de la Presidencia de fecha 

'le nle de mal' de dos mil dtez TERCERO.· QUÓRUM DE ASISTENCIA. La 

presenle sesió constitutiva se celebra con la totalidad de los Consejeros que 

integran el Ca sejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, rndlvlduallzados 

a continuación Ool'\a Pamela Perelra Fernandez y don LUIS Edgardo Hermosilla 

OSOIlO. design° dos por el Senado de la República Don Roberto Garrelón Merino 

y don Miguel L lis Amunategul Monckeberg. designados por la Honorable Ca mara 

de Diputados. oña Julia Lorena Fries Monleon. don Claudia Enrique Gonzalez 

Urbina, don E rique Nuñez Aranda y don Sergio Crislian Fuenzalida Bascuñan, 

designados p r las instituciones Vinculadas a la defensa y promoción de los 

Derechos Hun anos Doña Maria Luisa Sepúlveda Edwards y Manuel AntoniO 

Nuñez Poblet designados por el PreSidente de la República. Don Eugenio Oiaz 

COf'lalan . des gnado por los decancs de las facultades de Oerecho de las 

univerSidades , Iegrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas 

CUARTO.- EL CCIÓN DE DIRECTORIA. Ca:"! la totalidad de los Consejeros/as 

presentes se racede a eleg ir al Directoria del Ins!ituto Nacional de Derechos 

Humanos. que a su vez lo sera del Consejo. de conformidad a lo establecido en el 

articulo seis d la ley veinte mil cuatrocientos cinco Realizado el recuento de 

volos en esta misma sesión. ha s'do eleQidola por mayoria absoluta doña Julia 

Lore"1:a Fries Monleon QUINTO: FUNCIONES DEL DIRECTORIA. De 

conformid ad lo estableCido en el articulo noveno de la ley veinte mil 

cULluocienlos inca. correspondel<:i <11 DirectorIa: uno) Oingrr administrat ivamente 

el Instituto. d s) Presidir las sesiones del Consejo . tres) Representar judicial y 

extrajudicialm nle al Instituto. asi como ejercer su represen tación internacional. 

cual ro) Dictar as resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos 

del Cllnsejo. inca) Elaborar ·C;RTI ié- QU LA p'" ES 'N' roTOC~ tA' ;E .stablecido en el 
ENcuENTAA CONFORJv'I( CON (L DOCUMENTO 

arti ':ulO Ires (l. mero uno y o.uVflEctrrnoo AIÚOVfSTAlV .t!E\lUELTOfP,L ~ fiere es' '" 
INT(RUI\OO. 

i 9 JUN. 2017 
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PATRICIO ZAlDIVAR t. ;CKENN", 
NOTARIO P'JELICO DE SANTlI\GO 

OECI1'.V. OCTAVA N TARIA 

presentarlos a la - ¡Jrobacién del Consejo seis) Reali zar todas las aceion ~~ que el 

Consejo le en ea ende siete) las demés que le seña le la ley. SEXTO: FIRMA 

DEL ACTA Y A ROBACIÓN DE LA MISMA. Por unanimidad se acordó que 

firmen el acta t dos los Consejeros presentes SEPTIMO: ESCRITURA 

PÚBLICA. Los C nsejeros acuerdan por unanimidad facultar a don Luis Edgardo 

Hermosilla Osori a fin de que proceda a redUCir la presente acta a escritura 

publica Se termin la sesión siendo las dieCiséiS treinta hOras ." Hay firmas Oofla 

Pamela Pere ira F _rnández. Don Luis Edgarda Hermosi lla OSario Don Robena 

Garretón Merino. Don rVlIguel LUIS AmuntltegUl f·Aonekeberg . Doña Julia Lorena 

Fries Monleon, [on Claudia Enrique González Urbina, Don Enrique Nuñez 

Aranda, Don Ser~ io ensl ian Fuenzallda Bascuñal1 , Daña Maria LUisa Sepulveda 

Ed\'iards , Don ¡ • . nuel Antonio Nuriez Poblete . Don EugeniO Oiaz Corvalán En 

comprobante y pr _vi a lectura, firman los comparecientes el presente instrumento -

Di copla .- Doy le . 

_._--

Repertorio 
), Registro 
N° do Firmas 
N°de Copias 
Derechos 
Impuestos 
Form. 2890 

.p J.W 
:L,Z .G 
- )-­
~--­,---­
S 

ESTA CO lA ES TESTIMONIO FIEL D E su OR IGINAL· S;:lf1t iLlgO. Ircinto de 

'9 JUN, 2017 

R. ALFREDO MARTlN ILLAN~ 
NOTARIO DE SANT AOO" ...... / 
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NOTARlA 
R, A FRECO MARTIN ILUNES 

IS' Nol>rl, "" ~'III~", 
~ I1 .. M.~ ....... U'~·"""'id._ 

Sar~.fIO C~ 1o 

NOTARIA 1S DE SANTIAGO 

REP RTORIO N° 3816 _ 2016._ 

'" 

REOUCCION ESCRITURA PUBLICA 

ACTA CONSEJO 

INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

EN S NTlAGO, REPUBLICA DE CHILE, a seIs de Septiembre del 

ano d s mil dleclsóis, ante mi, R. ALFREDO MARTIN ILLANES, 

aboga o, Notario PubJlco TlJular de la DécImo Quinta Notarla de 

o, con oliclo en calle Santa Magdalena numero noventa y 

Omuna do ProvidencIa, comparece: don JUAN PABLO 

VILLAlOBOS, quIen declara ser chileno, ebogado, 

oltero, cédula nacional do Identidad numero trece millonea 

S tocio tos cIncuenta y cinco mil setecientos uno gul6n cero, 

d mlclli do on Avenida flJodoro Yallo, numero ochocIentos treInta 

y doa, comuna _ ,oe PrOVidencia, Región Metropolitana, el 

cienl", mayoI d~ , edad, Q.lI i ol1-¡)credlta su identidad 

/ 

SU<1( rO'OCOPI4 S( 
Cl •. UflCO QUI lAo~~t co~ EL OOCUMENro 
ENtUUHMCO~f lA I/ISTA y OIl/UnTO Al 
QUI ¡.rl U NIOO A 
'NH RESAOO. 

19 JUN. 1017 

R, ALFREDO MARTIN IlLANES 
NOTARIO DE SANTIAGO 
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personal co la cédula mencionada y expone: Que debidamente 

facullado, v ene en reducir a escrUu ra pública la siguiente acta, 

decla ra ndo ue ésta se encuentra Ilrmadll por las personas qua en 

ella se Indl an y que es del lonor sigui ente: · CONSEJO DEL 

INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS, SESiÓN 

trescientos ulnce , Fecha: cero uno do 8g0Sto de dos mil 

dleclsels. , Don MIguel Luis Amunatagul Monckeberg . 

Don J05é A \Vln Oyarzun. Dofia Carolina Carrera Ferrer. Dona 

Co nsuelo Co treras Largo. Don Sebast,án Donoso Rodrlguez:. 

001'\0 Oebb ie Guerra Maldonado. Don Branlslav Marellc Rokov. 

Don Sergio M ceo Aguayo. Dona Margarita Romero Méndez. Don 

Eduardo Saffi io Suérez: . TABLA. Uno . Aprob ación da act. 

trosclentos t ece. Ooa. Elacclón de directorIa de l Instituto 

Nacional d o Dorachos Humano a. Tra.. Lugar raallzaclón 

Entraga lofor ,a Anual doa mil dloc is 'la. Cuatro . Varios, Uno, 

Apr obacIón tr sclentos ' t roca. Se aprueba el acta tresci entos 

Irece . ooa , El c cl ón de dlroctorla dal Instituto Nac lon .. 1 do 

Dorechos Hum nos. Con la tolaUdad da 10sJlos Consejeros/as 

presentes se pr cede a eloglr al Olreclor/a del tnst ltuto Nacional 

de Deracho. H manos, Que a IU vez lo sara det Consejo, de 

conformIdad a I establ ecido en el arUculo sexto de la Ley vei nte 

mil cuatroclento cinco, art Iculo décImo séplimo de los Estatutos 

del INoH y ert! ulos séptimo y siguientes del Reglamento de 

.~_ .-;T'%1~~w-m~!,Oo~· ~ Consejo. El director {s) Jose Aylwln solici ta 
i'.,~'.:f • :1;:~""Mt cc~ ~l P".i,.\lllk~ 'J 
!.-~ 'JO, R, .\.r''''''' =Cl'.~, ·n le' 

:, -.~, ': .. ~') QUC~"'J¡Io flXJ_n~~ arolina Carrera y el consejero BrlOl,lav 

-' Matellc, llagan U$ prese ntaciones para luego proceder 8_ 11. 

'l fi :ltt' dllo J" ____ ~-
\·.:"'~"K!::UO M':'KlIA\b.At\E! ~- ! f..!-::-

\ r.e-ARIO DI=. SAtn~ " 1'.' /' . 
... ¡ I 
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I ~ ",.:':J ~ i ¡U[ • 
:;;,,,: 

""1""0 de! nuovola directorIa pare el periodo dos miL dloc! j s -

mil diecinueve Se realizan la:!> respectivas presenta cl nes , 

serán incorporad as como aflexo a la presente acta y se 

p,o~.d, a volar, La volaciOn se exprese. a viva voz de la siguiente 

Don Miguel Luis Amunétegul Monckeberg vola por el 

,o""jo,o Branislav Marellc; Don José Aylwin Oyarzun vota por el 

Branlslav Merall a: 001'10 Carolina Carrera Ferrar vota 

po' misma: Oofla Consuelo Contre tas Largo vota por la 

'0'1'1'''' Ca rolina Carleta ; Don Sebastlén Donoso Rodrlguez por 

Bra nlsl av Marolie; Dona Oebble Guerra Maldonado 

vo te por la consejera Carolina Carrera; Don Brenlslav Maretlc 

vole por si mIsmo; Don Sergio Mieco Aguaya por el 

,00'lrl" . Branlsl av Marellc; Dona Margarita Romero Méndez lIola 

d" 

consejera Carolino Ce rrora; Don Eduardo Safflrlo Suárez 

consejero Brenlslall MareUc. Realizado el recuento de II010S 

misma 5eslón. se elige como director a Branislall Marelfc 

Tres. Lugar roa litación Enlrega Informe Anual doa mil 

El di rector (s) hace enfrega de un documento donde 

los posiblos lugares dando se puede res Uzar la entrega 

Anual dos mil dlecldla sobre la situación de los 

humanos en Chilo . Se produce una deliberación para 

luego Id ''''dll' que e l lugar en que se realizarA el evento será an el 

Cu llural Malucana c ien . Cuatro. Varloe. s. Loy do Lobby. 

(s) consuna si slgiln/a consejero/a ha participado en 

Que deba .. lIe r informadas de acuerda a la l ey de . . 
COl1seJeros/as , 

í~. I< • . i Rf;DO ~"'"llrj !lLAN" I' 
f.Cf7ARIQ DE SAHTlAuO 

R.AlFREO 
RI 



participado en ninguna reunión que deba sar Informada de 

acuerdo a ley antes citada . b. Concurao Arte y Derechos 

Humanos. I director (s) Informa sobre la opertura del Concurso 

"Arta y Oare hes Humanos· qua rea liza el IN OH y haca entrega de 

la document ció n respectiva . c. Patrocinios . El director (e) nace 

entrega de I s patrocinios corrospondientea al mes de Julio del 

presente ano d. Aniversario INDH. El consejo acuorda roallzar 

la celebracló del anive rsario del INOH 01 dla doco de agosto de 

dos mil diacl éls on la sede dol INDH, en atención a los costos 

.saciados a as otras alternativas presentadas . 8 . Cronograma 

Informa Anu I doa mil dlocldls. El director (6) hace entrega de l 

documento · ¡rectrlces para la revisión y aprobación del Inlorme 

Anual dos mil leclsé ls" que con llene las fochas do entrega de los 

respectivos c pllulos . f. Ando ConatUuyante. El dlroctor (s) 

hace entrega 01 escrito realizado por el INOH para dar respuesta 

a la solicitud echa por el H . Di putado Sr. Hasbun y H. Diputado 

Sr . Ward an! la Contralorla General de la Republica. g. 

SENAME. El on&ejo acuerda Incluir en la tabla de la pr6xlma 

sesión unA p sentaclón por parte de la consejera Consuolo 

Conueras res ecto a las situaciones de ni nos. nirlas y 

adolescenlss e el contexlo do lo que e81;\ sucediendo con 01 

ServIcIo Neclon I de Menores (SENAME). b . PRAIS La consejera 

Margarita Rom ro informa que ha sido Invita da a una activIdad 

programada . pa a conmemorar el Ola del/la Ejecutadofa PolIUcola, 

--=-=-~--~-~------_·_",;; .. ¡;,;";,,;o;o~,,;.~~;.;",~,;.";.~,~,~o~,,~,~o~,~,,~,~,;---·--_··_·_·--
(N<;tI(NTU (ONrORM( CON n OO(UMono 
QU( Ht TU'¡IDO" lA VliTA ~ OEl/tlUTO ~1 
Imu(~oo. 
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',"1".""'0 de Salud Tslcahuano , 8 fines del mes de Ggost del 

ano en su coUdad de consejera. Se raluol... la 

",1'"'"",,., de la referida consejera . 1. Proceso de dljlogo La 

"'~'I.". Carolina Carrera propone invItar a Luis Malta a l Consejo 

del NDH para contar con información sobre el proceso de paz en 

El Consejo aprueba la p ropu esta. Resumen da 

.. ",L!!"''-''''""'''~' .. Se aprueba el acta trescientos t rece . • Se 

consejero Brenlsla ... Marelic Rokoll como director del 

,o,,¡,",o Nacional de Derechos Humanos . que a su vez lo soré del 

e,,,I,,;o , de conformidad a lo establecido en el articulo sexto de la 

mil cuatrocientos cinco, arHculo décImo séptimo de los 

~t:~~:,~,l,"~:',,~de, INDH Y artlculos Séptimo y siguientes del 

~ de Funcionamiento del Consejo .• Se acuerda realizar 

do onlrego del Informe Anual dos mil dieclsséls 

la sltuacl6n de los derechos humanos en Chile en el Centro 

Matucana cien. - Se acuerda realizar el aniversarIo del 

en la sede principal ubicada en Avenida ElJodoro Yánez 

\','o'!""',, trelnla y dos. - Se acuarda Incluir una presentacIón de 

Consuelo Contreras para la sesión próxima sobre la 

de nl(los, nl(las y adoloacentes en Chile. _ Se acuerda 

Luis Maira a una sesión del Consejo . - Se acuorda la 

de la consejera MargarIta Romero en uno actIvIdad 

del Ola Nacional del Ejecutadola Polltlcolo de 

de Participación de organizacIones PRAIS (Programa de 

A lenciOn Inlegral en Salud y Derechos Humanos) 

de Salud Talcohuano . Hay d iez firmas" . - onlO~ 

~/ 
_~~A~ .~-

1./?_ ;. / 
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Redacta la ,*,,,,,",, 
acta la abogado Paula Salvo Del Canto. En 

",m""'b'""' I, preVia lectura. fIrma el compareciente y el Notarlo 
que autorIza . da copla. Doy Fe.-

JUAN PA"LO D'A VII.LALOBO' 

1, 

o 6 SE? 2015 

AlFR!:DO MAfHlN f~LANts , , 

) 
--- -_._- _. 

R. ALFREDO MARTtN Ill.<t 
NorARIO bE SANTIA N 

¡ 9 JUN. 2011 




